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INTRODUCCION 

Al elaborar este trabajo de tesis no quisiéramos sim­

plemente cumplir con un requisito estatutario, lo cual por 

otra parte es importante para obtener el grado académico, 

sino que nuestro deseo es dejar una obra que proporcione -

alguna ayuda, alguna utilidad a los estudiantes y también 

a los profesionales del Derecho . 

Por cualesquiera razones pudiéramos no lograr este ob-­

jetivo . Sin embargo nos dar í amos por satisfechos con que si~ 

viera para estimular en ellos el interés sobre los proble­

mas rel acionados con la vigilancia del Estado a la actividad 

mercantil. 

Con todo y la gran importancia del tema, para nuestra 

sorpresa nos hemos encontrado con que inexplicablemente ha 

sido poco tratado o casi i gnorado entre nosotros , no habién­

dosele dado la importancia que merece. 

Pero a pesar de los escasos antecedentes doctrinarios 

y aun legislativos sobre el punto que hemos escogido, esta­

mos dispuestos a abordarlo, no por espíritu de autosuficien 

cia, pues que estamos concientes de nuestras propias limit~ 

ciones, sino por el deseo de poner un pe~ueño grano de arena 

en una materia que debería gozar de mejor suerte en nuestro 

país y aun en el extran j ero. 

Hay otra razón de peso que nos ha movido a escribir so­

bre la vigilancia estatal (concretamente sobre la Ley de la 

Superintendencia de Socieda des y Empresas r·1ercantiles), y es 

el deseo de plantear algunos problemas que hemos encontrado 

en la aplicación práctica d e la Ley, así como exp oner las -

soluciones que a nuestro juicio son las más adecuadas . 

Queda claro que no aspiramos a más, que dejar en manos 

de nuestros compañeros de Faculta d, un modesto trabajo, en 

el que con la mejor de nuestras intenciones, hemos tratado -

de plasmar las experiencias obt enidas en el breve tiempo qu e 

lleva de vigencia una Ley, cuya nec es idad se hacía sentir -

en el país desde hace largo tiempo . 



CAPITULO I 

VIGILANCIA DE LA ACTIVIDAD MERCANTIL 

FUNDAMENTO DOCTRINARIO 

El Artículo 136 de nuestra Constitución Política estable 

ce que ' '' se garantiza la libertad económica, en lo que no se o 

ponga al interés social . El Estado fomentará y protegerá la -

iniciativa privada, dentro de las condiciones necesarias para 

acrecentar la riqueza nacional y para asegurar los beneficios 

de ésta al mayor número de habitantes del país" 

y el Artículo 145 del mismo Código Máximo, estipula : "S~ 

rán fomentadas y protegidas las asociaciones de tipo económi­

co que tiendan a incrementar la riqueza nacional mediante un 

mejor aprovechamiento de los recursos naturales y ll.umanos, y 

a promover una justa distribución de los beneficios provenien 

tes de sus actividades . En esta clase de asociaciones, adehl~s 

de los particulares , podrán particiipar el Estado, los Munici ­

pios y las entidades de utilidad pública ir • 

De ambos preceptos constitucionales se desprenden oblig~ 

damente dos postulados fundamentales: Primero, en El Salvador 

se garantiza y se fomenta la iniciativa privada y e l derecho 

de asociación de tipo económico, siempre que tiendan a incre­

mentar la riquez& nacional, por medio del aprovechamiento de 

los recursos naturales y humanos con que cuenta el país; y S§. 

gundo , ese derBcho de asociarse para formar entidades de tipo 

económico , está limitado por el interés social. 

De manera que la libertad de asociación económica no es 

absoluta, sino que está limitad2. por el "interés social" . 

Ahora bien, en nuestra Constitución POlítica encontramos 

una serie de términos tales como: "utilidad pública", "fun­

ción social", "interés público" e "interés social",los cuales 
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según la intención de nuestro constituyente de 1 950, tienen 

un significado similar , o sea un fondo o denominador común. 

L8. intención del legislador fue la de que "la propiedad y la 

a ctividad mercantil no deben desarrollarse en función egoís­

ta, sino en función social , es decir , que el bien o interés 

de la generalidad están por encima del bien o interés parti­

culares " (1). 

Según el "Diccionario de Derecho Usual " (2): INTERES PU 

BLICO significa "la utilidad, convenienci.a o bien de los más 

ante los menos, de la sociedad ante los particulares, del Es 

tad o sobre los súbditos " . 

"¿Qué es lo que distingue el interés o el bien particu­

lar del int~rés o el bien público,?" se pregunta el gran tra­

tadista belga Jean Dabin, y continúa : liNo bastaría responder 

con ci.ertos autores formalistas - Carré de l\1alberg o Jéze­

que el interés público es todo interés cuya satisfacción es­

tá a . cargo del Esta do, pues se trata precisamente de averi­

guar el título o la razón que justifica esa manera de proce­

der del Estado. Poco importa pues, para nuestro punto de vi~ 

ta, la calidad privada o p6blica de la agrupación que inter­

viene: el bien particular y el bien público deb en definirs e 

por su natur21eza propia, independientemente de sus agentes 

de rea lización . El bien particular es el que de manera inme 

diata concierne a cada individuo o grupo; el bi en público 

es el que concierne a la masa total de individuos o grupo s 

integrados en el Estado, bien de la "multitud" (Aristóteles 

y Santo Tomás) , bien de la "generalid ad " (según la expresión 

de la edad media), bien de la "na ción!! (Rousseau) , ° del -

"bien público I I (Hauriou) ( 3 ) . 

(1) Documentos Hi stóricos de la Constitución Política de -
1950,Imprenta Nacional, San Salvador, 1950-1951,pág . 212. 

(2) Guillermo Cabanellas, "Diccionario de Derecho U sual ll ,To­
mo 11, Bibliografía Omeba ,Buenos Aires,1968 , pág . 412 . 

(3) Jean Dabin,"Doctrina General del Estado,El ementos de Fi 
losofía Políticall,Editorial Jus , México,1946, pág . 46 . 
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JUSTIFICACION DE LA INTERVENCION ESTATAL 

La intervención estatal en todos los órdenes de la activi 

dad humana , es cosa universalmente aceptada hoy en día . La épQ 

ca de l "~aissez-fair e , laissez-passer" ha muchos años que que­

dó atrás . El Estado moderno no puede cruzarse de brazos como 

un simple observador . La actividad privada y especialmente la 

mercantil , no puede quedar al libre juego de la oferta y la de 

manda , pues el ánimo de lucro que es el resorte que mueve a la 

actividad comercial , podr í a fácilmente d esembocar a extremos -­

peligrosos, traspasando los límites de lo ético y lo legal . 

Naturalmente q~e el grado de intervención varía de un p a ís 

a otro y de allí deriva precisamente el nombre que se da a los 

distintos regímenes estatales en el mund0 9 que van desde el -

Estado liberal (EE . UU . ) hasta el Estado socialista (URSS). 
En este punto, no está demás que hagamos una breve alu­

sión a las doctrinas que tradicionalmente se han colocado en 

los polos opuestos sobre la intervención estatal: la doctrina 

individualista o liberal y la estatista o intervencionista . 

La doctrina individualista sostiene que la actividad del 

Estado debe reducirse al mínimo , debiendo abstenerse de toda 

intervención , por constituir ésta una seria trab~ a la liber­

tad natural . 

Las doctrinas estatistas, por el contrario,sostienen que 

todos los sistemas de intervención y contro l son recomendados, 

por considerarse que sólo mediante ellos es posible mantener 

la coordinación de los intereses privados con el interés pú­

blico . 

El tratadista mejicano Gabino Fraga dice: lI ]\1ientras que 

la doctrina liberal sólo tolera restricciones a la libertad, 

en tanto que son abso l utamente necesarias para preservar el 

orden y la tranquilidad públicas, l as doctrinas est~tistas es 

timan que además de esos intereses, hay otros como son los de 

orden económico, para cuyo respeto es también indispensable -
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establ ecer limitaciones a l a actividad individual y crear me­

dios con los que el Estado pueda contro l arl a ll (4 ) . 
Establecido que el intervencionismo estatal, en mayo~ o 

menor grado , es aceptado universalmente, nos queda por deter­

minar si en tod~ s las esferas de la actividad humana le es da 

b1e al Estado interveni r, o si exist e a1gú:'1. campo en donde e­

se intervenc ionismo (ya sea en forma de fiscaliz a ción, vigi­

lanci a , control , po l icía, etc.) no pueda penetrar. 

Es opinión unánime también, de que hoy un<l es fer ::: , de 

los derechos individuales, en la que e l Estado no puede inter 

venir (significand.o con e l lo que no_debe intervenir) . En nues 

tra Carta Magna tales derechos son l os consagrados en el Tí tu 

l o X, o sea lo s artículos 150 y siguientes . 

Ahora, en 10 relativo a l a actividad de las asociaciones ~ 

particularmente las de tipo económico que son las que nos int~ 

resan en nuest r o tr~bajo, éstas no tienen lo que podríamos ll~ 

mar " esfera de inviolabilidad!! como en el caso de la persona 

humana; y de aquí surge una cuestión muy importante, como es 

la de dilucidar hasta dónde puede llegar en ellas l a interven­

ción estatal . Los partidarios de la economí a libre o de libre 

empresa, sostienen en una forma vehemente que el Estado debe 

abstenerse de todo intervencionismo y que por el contrario de 

be dar absoluta libertad de a cción a la iniciativa privada,eQ 

pecialmente en lo tocante a la actividad mercantil y la a gro­

pecuaria . 

Sin embargo la corriente dominante en la actualidad sos­

tiene que esa absoluta libertad económica que ha exist ido en 

épocas pretéritas , es precisament e la que ha dado nacimiento 

a l estado actual de injusta dis tribución d e l a ri queza , fenó­

meno común en el mundo presente . 

Haciéndose eco de esa última opinión , nuestros constitu­

yentes d e 1950 es t abl ecieron que se reconoce y garantiza la 

(4) Gabino Fraga, "Derecho Administréltivo ", Undéc ima Edición , 
Editorial Porrúa, MéXico , 1966, pág . 9. 
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propiedad privada en funci6n social; también postularon que -

se reconoce y garantiza la libertad económica en lo que no se 

opong~ al interés social . Artículos 136 y 1 37 C.P , . 

Ahora bi en , si la actividad individual debe ser vigilada 

y fiscalizada , con mayor raz6n lo debe ser la realizada por ª 
sociaciones, especialmente las de tipo econ6mico como son las 

sociedades mercantiles, debido a que por su importancia econ-º. 

mica y a su especial forma de organizaci6n y adminict~aci6n ,­

pueden prestarse a maniobras que hagan dif í cil conocer la ver 

dadera situación de las mismas, creando así perjuic ios al con 

gl omerado social. 

La vigilancia sobre l as sociedades y empresas mercanti­

les es necesaria desde cualquier punto de vista que se l e mire . 

Desde el punto de vista del empre s :::.ri o , la vigilancia es bene 

ficiosa inclusive para la buena marcha de su empresa , pues -

una buena organización trae como consecuencia mejores resul­

tados financ ieros. 

Desde el punto de vista económico , sabemos que las sacie 

dades y empresas mercanti10s existentes en un país, influyen 

en forma preponderante en la aL~ti.vidad ec onómica del paí s mi§. 

mo y en una pr6spera o crítica situación financiera nacio ­

nal, según operen o no correctamen~e, 

En torno a esto : es innegabl e que la mayoría de socieda­

des y empresas del país efectúan sus operaciones dentro de l as 

normas éticas y jurídicas, pero t~lbién es cierto que hay o­

tras que no cumplen con tales preceptos y así por ejemplo , es­

tán mal organizadéls, muestran capitales inflados o ficticios , 

no efectúan cálculos corre cto s al constituirse , hacen malas -

inversiones , no establecen las reservas l egales, etc. etc . 

En estos y otros casos , so l amente una adecuada fiscaliza­

ci6n y vigilancia estatal pueden dar la debida protección al 

público , protección que en muchos casos se extiende él. la sa cie 

dad o empresa misma, pues las obliga a enderezar su administra 

ción, l o que indud ablemente va en su propio beneficio . 
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Refiriéndose a las sociedades anónimas , el tratadista -

Jean Dabin dice: " Toda la legislación, minuciosa y compl icada , 

acerca de l as sociedades anónimas , procede de estas dos ideas: 

por una parte, garantizar el funcionamiento de este modo de a ­

grupación económica, que no es más que una aplicación del prin­

cipi.o de la libertad de asociación ; por otra , ampa rar los der.§. 

chos del público y de los propios asociados contra l os posibles 

abusos de la so ciedad anónima ll (5) . 

La intervención estatal está pues pl enamente justifica da , 

pero esa intervención no debe ejercerse en una forma a bsoluta , 

sino que debe tener un límite , ya que permitir lo contrario se­

ría consentir una interferencia perjudicial en la actividad de 

los comerciantes, imposibilitando o por l o menos obstaculizan­

do el cumplimiento d e los fines propios de la actividad merc&~­

tilo 

Más, las limit a ciones a que debe estar sometida esa vigi­

lanc ia y fiscalización, no pueden quedar al arbi.trio de un Fun 

cionario , sino que deben traducirs e en el sometimiento a las -

disposiciones l egal es ; solamente es t ando enmarcadas dentro de 

estos mo l des, pueden constituir una garantía para l as personas 

y entidades fiscali zadas , pues éstas necesitan certeza sobre -

cuáles son sus derechos y obligaciones frente a la administra­

ción públ ica . 

CARACTER PUBLICO DE LA VIGILANCIA ESTATAL 

La actividad de los comerciantes como tal es pertenece al 

Derecho Privado, por tratarse de una relación pur~lente entre 

particulares, en la que predomina naturalment e la autonomía de 

l a voluntad, sin la intervención del Estado en su cal ida d de -

Ente soberano . 

--------- -------------------------
(5) Jean Dabin, ob . cit . pág . 410. 
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Ahora bien, la v i gilancia y fiscal ización estatal sobre 

los comerciantes, pertenece ya a la esfera del Derecho Público, 

con todo y ~ue su reglamentación esté contenida parcialmente -

en el Código de Comercio , pues en este caso el Estado sí inter 

viene con su "imperi um" , vale decir, con su poder soberano. 

Dentro del Derecho Público , es incuestionable ~ue esta ac 

tividad cae en el campo del Derecho Administrativo y dentro de 

éste según l a doctrina, la vigi lancia corresponde a las atribu 

ciones del Estado de " fomentar, l imitar y v i gilar la actividad 

privada . Esta clase de atribuciones t i ene por objeto , además -

de mantener el orden jurídico , coordinar 103 intereses indivi­

duales con el interés público" (6) . 

Por otra parte, no toda la vigilancia ~ue el Estado ejer­

ce sobre la actividad de los individuos está dirigida a l os ca 

merciantes , como es obvio . Por e l contrario, esa vigilancia se 

dirige a las más diversas actividades realizadas por particulª 

res . En nuestro país para el caso, la Corte Suprema de Justi­

cia ejerce vigilancia sobre los Funcionari os del Poder Judicial. 

También tenemos la vigi l ancia del Minister i o de Educación sobre 

e l gremio de maestros de la República . 

Dentro de la actividad mercantil la Vigilancia estatal se 

ejerce sobre los comerciantes individual es, l as empresas y las 

sociedades , así como también sobre algunos auxiliares de los -

comerci.antes. 

Mas, así como no toda vigilancia mercanti l es tá dirigida 

a los comerc i antes , aoí también no todo e l contro l y fiscali­

zación a la actividad mercantil provienen de l Estado , sino que 

a v ece s provienen de personas de derecho priva do, como es el -

caso de l os Auditore s . 

Aunque la doctrina no es muy abundante a l r e specto, en g~ 

neral se acepta ~ue la fiscalización y vigilancia mercantil, ­

pueden ser de tres clases: 

(6) Gabino Fraga, ob . cit . pág. 8. 
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Fiscalización y vigilancia privada , 
Fiscalización y vigilancia judicial, y 
Fiscalización y vigilancia administrativa . 

Sobre tales clases de vigilancia y f i scalización haremos 

a continuación un breve esbozo , pues no es nuestro propósito 

extendernos sobre este tema, sino como lo expresamos anterior­

mente, formular algunos comentarios sobre la Ley de l a Super­

intendencia de Sociedades y Empresas Mercantiles, sobre los -

cuales n os extenderemos cuanto sea necesario . 

FISCALIZACION y VIGILANCIA PRIVADA 

La fiscalización y vigilancia privad a es l a ejercida por 

los socios o accionistas y por e l aud itor. En otros países -

también se ejerce por Comisionados (Honduras y México) o Sín­

dicos (Argentina) , que son designados por l a asamblea general 

de socios . (7) 

En cuanto a la vigilancia por l os socio s o accionistc s, 

las diversas legislaciones no coinciden en sus regulaciones, 

aunque siempre t i ene limitaciones. En las soc iedades anóni­

mas los socios generalmente só lo tienen acceso a los Libros 

y documentos, en los quince d í as a nteriores a la reunión de 

la junta general . En cambio en l as sociedades colectivas, el 

derecho de fiscaliz aci ón es más amplio , como sucede en nu estro 

país, en el que se establece que los socios que no son adminis 

tradores t endrán derecho d é examinar por sí o por auditores -

debid amente autoriza dos, el estado de l a admin i stración y la 

contabilidad y papeles de l a sociedad, haciendo las reclama­

ciones que estimen convenientes . Art.86 Como 

Siguiendo con nues tro país , a partir del Código de Comer 

cio de 1970, se estableció que la vigilancia privada de las -

sociedades anónimas estará a cargo , potestativamente de un Co n 

sejo de Vigilancia (Artículo 294 Com.), y obligatoriamente de 

(7) Rhina Escalante de Rey Prendes , "Vigilancia de las Socieda 
des de Capitales ", tesis doctoral , San Salvador ,1 971 , pág . llO . 
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un Auditor externo (Artículo 289 Com . ) . En ambos casos e l nom­

bramiento corresponde a la junta general de accionistas , la 

que fijará l a remuneración del Auditor, sefialando el tiempo -

que durará en sus funciones si esto no se determinó en el pa~ 

to social . 

Nuestro Código de Comercio establece asimismo , que la a~ 

ditoría puede ser desempefiada , adem.ás de por personas natura­

les, por una sociedad formada totalmente por salvadoreños ~ 

siempre que uno de sus mi embros por lo menos llene los r equJ:, 

sitos establecidos en el mismo Códj_go para el ejercicie de la 

Auditoría . 

La vigilanci a de las sociedades por medio de Auditores , 

está establecida en l os Artículos 194 ordinal VII, 206 ordi­

nal V, 223 ordinales 11 y 111 , 230, 246, 283, 284, 287, 289, 

290, 291, 307 Y 995 ordinal 11, de nuestro Código de Comercio. 

FISCALIZACION y VIGIIJANCIA JUDICIAL 

La fiscalización y vigilancia judicial es la que eneo 

mienda al Juez de Comercio todas l as atribuciones y faculta ­

des que en otro caso corresponderíru1 a los organismos adminis 

trativos especializados . 

Esta clase de fiscalización y vigilancia, es más difícil 

de encontrar en los diversos países . Sin embargo en e l Ecuador 

existe una fiscal i zación de este tipo , en forma permanente, la 

que se establ ece desde que se constituye la sociedad anónima 

y continúa durante su organización y funcionamiento . 

La ley ecuatoriana somete l a constitución de la sociedad 

anónima a una autori zación previa del Juez de Comercio , el _. 

cual a l a vez vigilará las operaciones de es t as asociaciones 

y tendrá derecho de informarse en todo tiempo, ~e l estado de 

los negocios y de l cumplimiento de las disposiciones legales 

y estatutarias, med iante e l e."amen de todos l os libros y do­

cumentos . 
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En otros países además del Ecuador, la intervención judi ­

cial sólo se concibe y se produce a petición de parte interesa 

da, o sea de los socios o accionistas, en ca so de presentarse 

o sospecharse violación o infra cción a las leyes, estatutos o 

pacto social de la entidad . (S) 

En El Salvador no existe la vigilancia o fiscalización j~ 

dicial sobre las soc i edades mercantiles. 

FISCALIZACION y VIGILANCIA ADMINISTRATIVA 

Es l a forma de vigilan~ia y f i scaliza ción más comunmen­

te aceptada y es la ejercida por oficinas del Estado especia­

lizadas, o sea creadas expresamen te para ejercer la función de 

control , vigilancia y fiscalizaci~n . Es la que se ha usado d es 

de hace mucho tiempo en nuestro país . (9) 

En el Capítulo siguiente de este trabajo, e xaminaremos 

con algún detenimiento este tipo de v i gilancia y fiscaliza­

ción, tal como se ha desarrollado a través de la historia ju­

rídico-mercantil de El Salvador. 

( 8 ) (9) Rhina Escalante de Rey Prendep., oh. cjt.p4~ .1 09. 
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CAPITULO 11 

BEEVE HISTORIA DE LA VIGILANCIA MEECANTIL EN EL SALVADOR 

PRIM~RAS JUNTAS DE VIGILANCIA 

La vigilancia estatal ejercida sobre instituciones fi ­

nancieras y sociedades merc antiles, en realidad es relativa­

ment e reciente, pudiendo "remont arnos a l a fio 1914 en la bás­

queda de los primeros vestigios . 

En efecto , en agosto de 1914 el Poder Ejecutivo emitió 

un Decreto de moratori a , por el que se eximí a a los Bancos -

Salvadorefio , Occidental y Agrícola Comercial, de la obliga­

ción de pagar en moneda efectiva y acuñada todas sus obliga­

ciones y 19s billetes que tenían en circulación, hasta un a ­

ño después de firmada la paz entre las naciones europeas be­

ligerantes . Corno compensación , los Bancos qued a ron obligados 

a no e j ecutar a sus deudores, con la condición de que ést os 

pagaran estrictamente l os intereses pactados . 

El Decreto señalaba en su Artículo sexto: "Para llevar 

a efec to las anteriores disposiciones, se es tablece una JUN­

TA DE VIGILM~CIA que se formará con e l Tesorero General y un 

Miembro d es ignado por cada Banco" . 

Se creó así l a primera Junta de Vigilancia, la cual aun­

que tenía c arácter transitorio y estaba integrada por sólo un 

Delegado del Estado, tuvo su import ancia, al haber marcado el 

inicio de la vigilancia mercantil en El Salvador . Además su ~ 

acción no se extend ía a exigir el cumplimiento de l eyes banc.§: 

rias. 

Seis años de spués , por Decreto Leg islativo de 20 de ju­

lio de 1920 , se estableció una "Junta de Vigi lancia Permaneg 

tel! para fiscalizar e l cumplimiento de las leyes relativas a 
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los Bancos de Emisión , con jurisdicción sobre las agencias -

bancarias extran j eras o casas nacionales bancarias que admi­

tian depós i tos en val ores efectivos o prendarios. 

E.sta J unta de Vigil ancia estaba integrada por seis Mi em­

bros designados por el Poder Ejecutivo y podia actuar por si 

o por delegación del Minister i o de Hacienda . Es digno de ob­

servarse que no s e atribuia a l a Junta ni a ningún otro órga­

no del Estado , l a facu l tad de imponer sanciones por las in­

fracciones que se cometieran. 

Este Decreto se refería sólo a los Bancos de emisi6n y a 

las agencias y casas indicadas expresamente . Por l o demás se 

trataba de una ley cuyos alcances no se circunscribían a fis ­

calizar el cumplimiento de disposiciones determinadas, sino 

el de todas las l eyes referentes a los Bancos ele Emisión . 

El nombréllniento de esta "Junta de Vigilancia Permanente " 

no se l l evó a cabo sino hasta el 21 de agosto de 1 920 . Sesionó 

por primera vez el 27 de septi mbre del miomo afio y aprobó el 

Proyecto del "Reglamento Interj. r de la Junta de Vigilanc i a 

de l os Bancos" , que sometió a la consideración del Poder Ej~ 

cutivo , quien l e d i ó su aprobación ese mismo d í a y se publi­

có al d i a siguiente en el Diario Oficial (D . O. No . 209) . 

El 20 d e junio de 1928 la Junta aprobó un nuevo "Proyec ­

to de Regl amento Interno d · l a Junta de Vigilancia Perman ente 

de l os Bancos de Emisi ón ~asas Bancarias Nacional es y Agen­

cias Bancarias Extranjeras " . El Poder Ejecutivo aprobó sin -

embargo e l "Reglamento de la Junta de Vigi lanc i a Permanente 

de los Ban cos , Casas Bancarias y Sociedades Anónimas ", que se 

publicó en e l Diario Oficial de l 7 de agosto del mismo afio . El 

Reglamen to de 1 920 quedó entonces derogado . 

Corno vemo s , el Poder Ejecutivo modificó así substancial­

mente e l Pr oyecto de la J unta, a l supri mirle l as palabras " de 

emis ión" y agregar le "s oci e dades anónimas ", La modif i cación -

no fue so l a mente de carácter terminológico, pues se facultaba 

a l a Junta para imponer sanciones a los i nfractores . 
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El Poder Ejecutivo indudablemente se excedió, por cuanto 

le dió mayores atribuciones a la Junta , que las establecidas 

por la Ley, pues ni originalmente ni por reformas posteriores 

se le facultaba para ejercer la fiscalización sobre todos los 

Bancos , y menos sobre las Sociedades Anónimas; la Ley tampoco 

hacía referencia a sanciones . Sin embargo este exceso sirvió 

de base probablemente para que el Poder Legislativo dictara -

la Ley que enseguida mencionamos . 

Por Decreto Legislativo No . 20 3 , de fecha 3 de octubre de 

1933 , publicado en el Diario Oficial No . 2 38 de ese mismo mes, 

se estableció , anexa al Ministerio de Hacienda, la CONTRALORIA 

GENERAL DE BANCOS Y SOCIEDADES ANONIMAS , la cual estaría inte­

grada por un Contralor Jefe y un Segundo , nombrados por ese Mi 

nisterio y con funciones de " inspección inmediata de los Ban­

cos y Sociedades Anónimas y la vigilancia constante del cumpli 

miento de las disposiciones legales ". Esta Ley ya establecía -

sanciones para los infractores . 

En el fondo y en virtud ne este Decreto, la Contraloría 

a bosrbía las funciones de la Junta de Vigilancia Permanente y 

prácticamente dejaba a ésta inoperante , pues en el Artículo -

12 se estipulaba : "Quedan derogadas todas las disposiciones -

de leyes vigentes que se opongan a la efectividad del presente 

Decreto" . 

Efectivamente , esa derogatoria tácita fue entendida así 

por la Junta, pues en sesión del 31 de octubre de 19 33 acordó 

que "c orno la Junta legalmente se exttngue el 9 de noviembre -

próximo , el archivo debe quedar bajo la guarda y custodia del 

Tribunal Superior de Cuentas, pudiendo la Contraloría (Gene ­

ral de Bancos y Sociedades Anónimas) y el Ministerio de Hacie~ 

da, consultarlo cuando lo crean conveniente ". 

Sin embargo, a pesar de ese Acuerdo, la Junta de Vigilan­

cia Permanente continuó funcionando y en la sesión del día 5 -
de diciembre del mismo año, se hace mención de que en el Dia-
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rio Oficial No.263 (no se citó l a fecha) se encontraba e l " R~ 

glamento de la Junta de Contraloría " ; pero celebró la siguieg 

te sesión un año después, el 28 de diciembre de 1934 . 

En s esi ón de la "Junta de Vigilancia Pernarnente de l os -

Bancos" de 22 de octubre de 1935 se indi có que " recientemente 

a esa fecha se creó en el Presupuesto d e l Estado l a plaza de 

" Insp ec tor Permanente de la Junt a de Vigilancia de los Bancos " 

y se acordó nombrar en ese cargo a uno de los miembros de és ­

ta. 

La creación de esa plaza fu e el antecedente remoto de la 

actual plaza de Superintendente, a pesar de qu e e l nombramien­

to para ocupar aquel cargo r ecayó -corno ya dijimos- en un mie!!! 

bro de l a Junta de Vigilancia y que ésta casi siempre actuaba 

dire ctamente, sin tornar en cuenta al Inspector . 

Por otra parte , con frecuencia la Junta comisionaba a los 

Administradores de Rentas Departrunentales, y eventualmente a -

otros funcionarios , para practicar arqu e os, r evisiones y otras 

diligencias fuera de la capital. 

El lO de septiembre de 1936 (D . L . No . 124, D. O. No . 201 , del 

17 de ese mismo mes) se emitió la "Ley de la Junta de Vigilan­

cia de Bancos y Sociedades Anónimas " y s e derogó la anterior 

con todas sus reformas . En el mismo Diario Oficial apareció el 

Decreto No . 125 del 11 de septi embre de 1936 , el cual incorporó 

en el texto de l Decreto que creó la Contraloría , el Artículo 

13 , que decía: "Mientras permanezca sin organizarse la Contra­

loría General de Bancos y Sociedades Anónimas , todas las fa­

cultad e s y atribuciones que esta Ley le confiere , serán ejer­

cidas por la Junta d e Vigilancia de Bancos y Sociedades Anóni 

mas " . Con la adición de este Artículo, la duplicidad de atri­

buciones ya no existía . 

Veinte días despuós, el 30 d e septi embre , el Poder Eje­

cutivo dió un Regl amento cuyo Título Primero se ocupaba "DE 

LA JUNTA DE VIGILANCIA DE BANCOS Y SOCIEDADES ANONIMAS " . El 

Título Segundo, "DE LA CONTRALORIA GENERAL DE BANCOS Y SOCIE-
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DADES ANONIMAS" . y el Título Tercero , de l as "DISPOSICIONES 

GENERALES", se refería a ambas . Est as disposiciones reglamen­

tarias , según expresaba uno de sus considerandos, se decreta­

r ,:m con el objeto de facilitar el funcionamiento de las dos -

entidades . Con todo, la Contraloría no funcionó . 

El 2 de abril de 1943 (Decreto Legislativo No . 32 , publi­

cado en el Diario Oficial No . 83 del 9 del mismo mes) se dictó 

la última Ley de la Junt a de Vigilancia de Bancos y Socieda­

des Anónimas . Esta Ley constituía en términos gl".'neral es una -

síntesis de l os Decretos Legislativos de que hemos hecho ref~ 

rencia , con excepción de l referente a la creación de la Con­

traloría . 

Si ete años después , conforme al Decr to del pr imero de -

marzo de 1950 , la Inspector í a Permanente de Bancos y Socieda­

des Mercantiles pasó a formar parte de l as Dependencias del 

Ministerio de Economí¿~ , ya que los ramos administrativos de -

ese Ministerio , del de Hacienda, de Crédito Público y de In­

dustria y Comercio ~ se refundieron en dos, que se denominaron 

"R8..mo de Hacienda" y " Ramo de Economía". 

Ahora bien, en la Ley de Salarios de 1951 se cambió el 

nombre del Jefe de Oficina , por el de "Superintendente ll
• y a ­

parec í an además un Secretario y un Colaborador Jurídico . 

El 5 de octubre de 1956, la Junta de Vigilancia resolvió 

IICon base en el Artícul o 3º de la Ley de la Junta de Vigilan­

cia de Bancos y Sociedades Anónimas .. . . delegar las funciones 

que l e corresponden conforme al Artículo lº de dicha Ley , en 

la Inspección de Bancos y Sociedades Mercantiles, que es el ór 

gano ejecutivo de la expresada Junta y que tiene a su cargo el 

ejercicio de las funciones administrativas de fiscalización y 

control que correspon den a la Junta, debi endo dar cuenta e in­

formar d e l desarrollo y estado de sus Bestiones a la Junta de 

Vigilancia de Bancos y Sociedades Anónimas, en las sesiones -

que ésta celebra" . 
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En virtud de esta del egación , las sociedades no se rela­

cionaban directamente con la Junta de Vigilancia , pues los a-­

cuerdas de ésta l es eran comunicados por med i o de la Inspec­

ción . 

Al decretarse la Ley Orgánica del Banco Central de Rese~ 

va de El Salvador , e l 15 de diciembre de 1961, quedó reforma­

da la Ley de la Junta de Vigilancia , pues la Ley Orgánica al~ 

dida, en su artículo 32 estableció la existenc ia de una "SupeE 

int endencia de Bancos y otras Instituciones Financieras " la -

cual !l estará encargada de vigilar y fiscalizar el cumplimien­

to de las l eyes bancarias y el funcionamiento y operaciones -

del Banco Central, de los Bancos establecidos cm el país y dG 

otras instituciones financieras , públicas o privDc1as, naciona 

les o extranjeras, establecidas en el país ". Artículc 35 . 
Como consecuencia de esa Ley Orgánica, a partir de 1961 , 

comienza a funcionar la Superintendencia de Bancos y otras -

Instituc i ones Financieras, adscrita al Banco Central de Reser 

va de El Salvador . 

Al entrar en funcionamiento la Superintendencia de Bancos 

aludida , la vigil ancia sobre las sociedades mercantiles que no 

eran Bancos ni otras ent i dades financieras, quedó encomendada 

a la "Inspección de Sociedades Mercantiles y Sindicatos", que 

como veremos en e l siguiente Capítulo , posteriormente cambió 

su nombre por el de " Superi ntendencia de Sociedades y Empre­

sas Nercantiles ", en virtud de lo dispuesto en el Artículo 44 

de su Ley . 

PROMULGACION DEL CODI GO DE COMERCIO DE 1970 

Cuando se promulg ó el Código de Comercio de 1970, la vi­

gi l ancia estatal sobre l a actividad mercantil a que se r efie­

re su Artículo 362 , estaba confiada a dos oficinas totalmente 
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distintas como son las qu e acabamos de señalar , con la salve­

dad de qu e la segunda se llamaba todavía " Inspección de SociE.. 

dades Mercantiles y Sindicatos", dependencia del Ministerio -

de Economía. La otra Oficina estaba adscrita al Banco Central 

de Reserva . Este hecho es recogido por el nuevo Código, al 

mencionarlas expresamente en su artí culo 362 . 

Es digno de notarse que el nuevo Código en casi nada vino 

a cambiar e l panorama sobre la vigilancia mercantil, pues las 

Oficinas tantas veces mencionadas continuaron laborando regi ­

das par los mismos ordenamientos legales que les habían servl. 

do de asidero hasta entonces, con la única sal ved;:>.d de que t.2. 

nían ya que observar lo dispuesto en los Artículos 362 , 363 y 

364 del mismo Código . 

El Artículo 363 se refiere a "leyes especiales" de l as .­

Oficinas de vigilancia, leyes que no se habían promulgado a -

esa fecha . 

Aun en la actualidad, solamente la Superintendencia de -

Socj.edades y Empresas T'Iercantiles tiene su ley propia, ya que 

la otra Superintendencia enmarca sus actividades dentro de -

las siguientes disposiciones: Capítulo V de l a Ley Orgánica -

del Banco Central de Reserva de El Salvador , o sean los Ar­

tículos del 33 al 40- H, Artículos 8 y 14 de la Ley de Creación 

de la Junta Monetaria y Artículo 247 ordinal 111 de l a Ley de 

Instituciones de Crédito y Organizaciones Auxiliares. 

ESTADO ACTUAL DE LA VIGILANCIA JvIERCANTIL 

Actualmente la vigilancia estatal sobre la actividad me~ 

cantil , está contemplada especialmente en las siguientes Leyes: 

a) Código de Comercio , b) Ley de la Superintendencia de Socie 

dades y Empresas Mercantiles , c) Ley Orgánica del Banco Cen­

tral de Reserva de El Salvador, d) Ley de la Financiera Nacio­

nal de la Vivienda y de las Asociaciones de Ahorro y Préstamo , 
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e) Ley de Creación de l a Junta Monetaria , y f) Ley de Institu­

ciones de Crédito y Organizaciones Auxi l iares . 

Al Código de Comercio y l a Ley Orgáni ca d.e l Banco Centr al 

de Reserva , en lo que contiene sobre vigilanc i a , ya nos hemos 

referido aunque sea brevemente . A las demá s Leyes consagrare­

mos las restantes líneas de este Capítulo . 

El literal a) del Artícul o 3 de la Ley de l a Financiera 

Nacional de la Vivienda y de las Asocia ciones de Ahorro y Pr~s­

tamo , estipula: 

II Para realizar eficazment e su objeto , la Financiera ten­

drá las siguientes funciones y atribuciones: 

a) Propiciar la creación , dar asistencia financier a y -

técnica , normar las actividades , vigilar y fiscalizar el fun­

cionamiento de las Asociaciones de Ahorro y Préstamo" . 

y el Artículo 90 de la misma Ley , dispone: 

I' Las Asociaciones de Ahorro y Préstarno estarán sujetas a 

la inspección , examen y auditoría de la Financiera y cubrirán 

el importe de los gastos que ello demande . La Financiera ten­

drá a tal efecto pleno acceso a todos sus libros , reg istros , 

document o s y papel es y podrá exigirles en cualquier tiempo -

los informes y explicaciones que juzgue convenientes pé ra el 

desempeño de sus funciones . Sin perjuicio de lo anterior , las 

Asociaciones deberán presentar anualmente a la Financiera , deg 

tro de l os tres d í as siguientes a la reunión de la Asamblea -

General Ordinaria, un informe detallado que comprenda el Ba­

lance General , el Estado de Pérdidas y Ganancias, la dis trib~ 

ci6n de uti l idades, el estado y aplicación de reser vas, el in 

forme de auditorí a y l a Memoria de Labores ll
• 

El Articul o 8 de la Ley de Creación de la Junta Monetaria , 

establ ece: 

"La Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Fi ­

nancieras dependerá de la Junta Monetaria y vigi l ará el cumpll 

miento de los acuerdos y disposiciones tomados por aquélla , sin 
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perjuicio de las funciones y atribuciones que le confieran -

otras disposic i ones legal es . 

El Superintendente de Bancos y Otras Instituciones Fi­

nancieras , será de nombramiento de la Junta; durará en sus 

funciones cinco años , pudiendo ser reelecto y rendirá sus -

informes al Ministerio de Economía , a l Banco Central de Reser 

va de El Salvador, y a la J' )_nta , pudiendo asistir a las se­

siones de ésta cuando seL<. requerida su prese cia. El nombra­

miento y remoción del personal de la Superintendencia corres 

ponde a la Junta l'lJ:onetaria" . 

y el Artículo 14 del mismo cuerpo legal , dice: 

IIJ-la Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Fi­

nancieras estará sujeta , mientras no se re gule en otra forma, 

al régimen presupuestario del Banco Central de Reserva de El 

Salvador y continuará formando parte del Fondo de Frot e ción 

de Funcionarios y Empleados del referido Banco" . 

Es importante hacer notar que esta Ley de Cr e ación de la 

Junta Monet a ria , derogó el Artículo 32 de la Ley Orgáni ca del 

Banco Central, que como vimos página s atrás , estableció la -­

existencia de la Superintendencia d e Bancos y otras Institu­

ciones Financieras . 

El Artículo 247 Ordinal 111 de la Ley de Instituciones -

de Crédito y Organizaciones Auxiliares, l lamada vulgarmente 

Ley de Bancos, estipul a: 

"III . - Corresponde a la Superintendencia (dc Bancos y -

Otras Instituciones Financieras): 

a) Ejercer de acuerdo con las l eyes , la inspección y vi ­

gilancia permanente d e las Instituciones de Cródito y Oroani ­

zaciones Auxiliares; 

b) Velar porque tales Instituciones y Organizaciones -

cumplan con las l eyes y reglamentos aplicables y con las nor­

mas dictadas por l a Junta Monetaria en ejercicio de sus atribu 

ciones; 
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c) Fiscalizar y atestiguar operaciones específicas de 

las Instituciones de Crédito y Organizaciones Auxiliares; 

d) Derogado . 

e) Abrir informativos sobre posibles infracciones a las 

leyes y reglamentos y dar cuenta de sus resultados a la auto 

ridad correspondiente, según lo dispuesto en esta Ley; y 

f) Proponer a la Junta Monetaria cualquier iniciativa -

que segl.Í.n su experiencia y juicio s e an convenientes para me­

jorar la organización y métodos de la Superintendencia, así 

como las operaciones y servicios de las Instituciones y Orga­

nizaciones sometidas a su fiscalización . 

Lo dispuesto en este Artículo s e entendrá sin perjuicio 

de las atribuciones que correspondan a la Junta Directiva, a 

la Presidencia y a la Superintendencia , de acuerdo con otras 

disposiciones legales. 

Cualquier fallo o resolución de la Superintendencia, re­

lativo a la aplicación del articulado de esta Ley, podrá ser 

ape l ado ante el Ministerio de Economía, por la Institución a­

fectada" . 

Respecto de la Ley de la Superintendencia de Sociedades 

y Empresas Mercantiles, siendo ésta precisamente e l objeto -

del presente trabajo de tesis , a su estudio dedicaremos ente­

ramente el s i guiente Capítulo . 

Para finalizar, no está demás que hagamos un resumen so ­

bre los distintos nombres de las Oficina s que a través de nues 

tra v ida jurídico-mercantil, han venido ejerciendo la vigila,g 

cia estatal, así como la Unidad Primaria de la que han depen­

dido. 
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DEPENDENCIA DEL MINISTERIO DE HAC IENDA: 

De 1936 a 1941 : JUNTA DE VIGILANCIA DE BANCOS , 

De 1942 a 1950: JUNTA DE VIGILANCIA DE BANCOS Y 
SOCIEDADES ANONIMAS~ 

DEPENDENCIA DEL HINISTERIO DE ECONOMIA: 

De 1951 a 1960: INSPECCION DE BANCOS Y SOOIEDADES 
I1ERCANTILES, 

De 1961 a 1971: INSPECCION DE SOCIEDADES r1ERCANTILES 
y SINDICATOS , 

De 1972 a 19 73: INSPECCION DE SOCIEDADES NERCANTILES , 

Desde 1973: SUPERINTENDEHCIA DE SOCIEDADES Y 
EMPRESAS MERCANTILES. 

ADSCRITA AL BANCO CENTRAL DE RESERVA: 

Desde 1961: SUPERINTENDENCIA DE BANCOS Y OTRAS 
INSTITUCIONES FINANCIERAS . 

BIBLIOTECA CENTRAL 
u IvEa lOAD DE EL SAl.VAOge 
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CAPITULO 111 

LEY DE LA SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES Y EMPRESAS MERCANTILES 

1- ORIGENES DE LA LEY 

1 . - De acuerdo al Artículo 36 2 del Código de Comercio, la 

vigilancia sobre las sociedades y la actividad mercantil que -

el mismo Código señala , debe ejercerse por medio de dos Ofici­

nas: La Superintendencia de Bancos y otras Instituciones Finan 

cieras y la Inspección de Sociedades Mercantiles y Sindicato s . 

Llegó un momento sin embargo, en que esa división bipart~ 

ta ya no estuvo de acuerdo con la realidad, tornando en cuenta 

que la segunda de las Oficinas mencionadas ya no fiscalizaba a 

los Sindicatos , pues esta atribución se había encomendado al -

Ministerio de Trabajo y Previsión Social (Artículos 23 y s i ­

guientes de su Ley Orgánica) . 

Además el nombre de esta Oficina ya no reflejaba exacta­

mente las funciones que debía realizar , pues dejaba por fu era 

a las empresas mercantiles, que ya eran y siguen siendo objeto 

de su vigilancia. 

De todas maneras, a poco de promulgado el Código de Co­

mercio de 1970, ya se hacía sentir la necesidad de una Ley que 

en for~a adecuada regulara la vigilancia y control que la Ofi­

cina de Inspección ejercía sobre las sociedades y empresas meE 

cantiles; vigilancia y control que se venían efectuando confor 

me a las regulaciones de la Ley de la Junta de Vigilancia d e -

Bancos y Sociedad e s Anónimas y las disposiciones que al respeQ 

to contenía ya el nuevo Código de Comercio . 

2 .- Haciéndose eco de esa necesidad, el d ía 9 de octubre 

de 1973 la Asamblea Legislativa aprobó la "Ley de la Superinton 
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dencia de Sociedades y Empresas Mercantiles", en la que se -

opta por este nombre en vez de "Inspección de Sociedades Me:r 

cantiles y Sindicatos" , por las razones antes señaladas . 

La promulgación de este cuerpo legal indiscutiblemente 

vino a l lenar un vacío legis l ativo , a pesar de que, como ve­

remos posteriormente, como toda obra humana contiene imper­

fecciones, siendo digno de mencionarse el hecho de que algu­

nos de sus artículos no son más que repetición innecesaria de 

otros del Código de Comercio. 

Buscando en la legislación comparada, no hemos encontrado 

ningún antecedente de esta Ley; tal parece que es el primer -

cuerpo sistemático que regula una actividad tan importante cQ 

mo es la vigilancia estatal sobre la actividad mercantil . Y -

tal circunstancia nos obliga a ser benévo l os en la crítica que 

vamos a hacer de la misma . 

Hechas estas breves consideraciones, pasamos a hacer un -

análisis de la Ley, deteniéndonos únicrunente en aquellos pun­

tos que a nuestro juicio presenten problemas en su aplicación 

práctica . Comenzaremos por la organización de la Oficina, lla­

mada "Superintendencia de Sociedades y Empresas Mercantil e s ll
, 

dependencia del Ministerio de Economía. 

11- ORGANIZACION DE LA SUPERINTENDENCIA 

1.- Según el Artículo 5 de la Ley: "La Superintendencia 

estará a cargo de un Superintendente y deberá contar por lo m~ 

nos con órgano jurídico, económico, actuarial y de auditoría . 

La organización y funcionamiento de la Superintendencia se r e -­

guIará por un Reglamento Interno" . 

Por otro lado el inciso final del Artículo 362 del Código 

de Comercio, establ ece: "Las mencionadas Oficinas (Superinten­

dencia de Bancos y otra s Instituciones Financieras y la hoy Su 

BIBL/07EC, CENTR l 
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perintendencia de Sociedades y Empresas JVIercantiles) se rigen 

por sus leyes especiales, pero necesariamente deberán tener, 

cuando menos, órgano jurídico, económico y actuarial". 
De la lectura de los artí culos anteriores notamos que la 

Ley de la Superintendencia agregó el órgano de auditoría y que 

los demás órganos son los mismos en e l C6digo y en la Ley. 

2.- Antes de seguir adelante, debemos hacer notar que el 
artículos 362 del Código de Comercio está reformado por el ar 

tículo 44 de la Ley de la Superintendencia, que reza:ilSe susti 

tuye en el Código de Comercio y demás leyes, el nombre de la -

dependencia "Inspección de Sociedades Mercantiles y Sindica­

tos" por el de "Superintendencia de Sociedades y Empresas Mer 

cantiles".(l) 

3.- En la página siguiente presentamos el organigrama ac 
tual de la Superintendencia, en el cual a simple vista nos da 
mos cuenta de que no aparece el órgano actuarial que menciona 

el artículo 5 de su Ley. 

Podríamos preguntarnos a este resp ecto ¿Es realmente ne­
cesario el órgano actuarial para una Oficina como la SuperinteQ 

dencia d e Sociedades y Empresas I1ercantiles? 

Veamos qué es un 6rgano actuarial. Organo en este caso se 

refiere a Departamento o Sección, por ejemplo: Departamento de 
Audi toría. Actuarial significa rela t;.vo o perteneciente al ac­

tuario o a las funciones de éste. 

El Diccionario EnCiclopédico Bruguer (2) dice: 

"ACTUARIAL: perteneciente o relativo al actuario de se 

guros o a sus funciones.- Auxiliar procesal que da fe en 

los actos procesales .• - ACTUARIO DE SEGUROS: persona versa­
da en los conocimientos concernientes a los seguros, que 

asesora a las entidades aseguradoras y sirve como perito 

en las operaciones de éstas". 

(1) En el transcurso de este trabajo, a la Ley de la Superinten 
dencia de Sociedades y Empresas Mercantiles, la llamaremos­
simplemente "la Ley"; y a la Superintendencia de Sociedades 
y Empresas Mercantiles, "la Superintendencia" o "la Oficina". 

(2) Tomo I, Juan Bruguer Editor,Barcelona 1970, pág.80. 
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Por su parte la Enciclopedia Universal Ilustrada Europeo 

Americana (3) expresa: 

"ACTUARIO: Encargado de levantar las actas o de dar fe 

en ciertos asuntos.- Especialista que se dedica a aplicar 

los cálculos matemáticos a los seguros de vida y en gene­

ral, a toda clase de asuntos financieros. Particularmente 

en los casos de seguros de vida, se presentan cuestiones 

que, para ser convenientemente resueltas, exigen el em­

pleo de las matemáticas puras, como sucede en especial -

con el cálculo de las probabilidades". 

Si tomamos la segunda de las acepciones que nos da la En­

ciclopedia Universal Ilustrada, que nos parece ser la más com­

pleta y la que más se adapta al punto que nos ocupa, sin mayor 

esfuerzo podemos darnos cuenta de que en una Oficina como la -

Superintendencia, nada tiene que hacer el 6rgano actuarial. 

Ante el hecho de que la Ley lo menciona como necesario p~ 

ra la Oficina, creemos que el legislador, por descuido,copi6 

el inciso final del Articulo 362 del C6digo de Comercio, que 

habla de órgano actuarial para las dos institu ciones que ejer 

cen la vigilancia del Estado. 

IJa disposici6n del Código se justifica , eso si, en cuan­

to a la Superintendencia de Bancos y otras Instituciones Fi­

nancieras, que es la encargada de fiscalizar la actividad de 

las Compañias de Seguros. 

4.- Respecto al Reglamento de que habla la Ley, no exis­

te actualmente tal reglamento, aunque tenemos entendido que -

una Comisión de Abogados del Ministerio de Economia ha elabora 

do un proyecto del mismo. 

En todo caso, no creemos necesaria la existencia de un 

ordenamiento legal que venga a reglamentar la organización 

(3) Tomo 11, Espasa-Calpe, S.A. Madrid, pág.595. 
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y funcionamiento de la Oficina, dado que existe un "f1anual -

de Sistemas y Procedimientos" elaborado por la Sección de Or­

ganización y Métodos del mismo Ministerio, que viene práctic~ 

mente a llenar las funciones de un Reglamento, puesto que co~ 

tiene las atribuciones y relaciones entre los distintos DepaE 

tamentos de la Superintendencia. 

Otra cosa sería un Reglamento a la Ley, o sea el que vi­

niera a desarrollar las disposiciones de la misma, cosa que -

también consideramos innecesaria, tornando en cuenta que l a Ley 

ya de por sí es bastante pormenorizada y los problemas qu e pr~ 

senta, más que de reglamentación son de interpretación, corno -

veremos más adelante. 

111- ATRIBUCIONES DE LA SUPERINTENDENCIA 

1.- El Artículo 3 de la Le y establece: 

"Corresponde a la Superintendencia la vigilancia: 

a) En la constitución, funcionamiento, modificación,tran~ 

formación, fusión, disolución y liquidación de las sociedade s , 

excepto las sujetas a la vigilancia de la Superintendencia de 

Bancos y otras Instituciones Financieras, y las establecidas -

en el Artículo 20 del Código de Comercio; 

b) En la organización, funcionamiento, traspaso, modifi­

cación, disolución y liquidación de las Empresas Individuales 

de Responsabilidad Limitada; 

c) De las actividades mercantiles sujetas a su competen­

cia por disposición expresa del Código de Comercio y otras l~ 

yes; y 

ch) Del ejercicio de las profesiones y actividades rela­

cionadas con el comercio, que expresamente le atribuye la -

ley", 

alS IOTECA CENTRAL 
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y el Artículo 4 dice: 

"La anterior vigilancia la ejercerá además, de manera es­

pecial sobre: 

a) Las sociedades en relación con el cumplimiento de las 

no rmas de orden público; 

b) Las sociedades de capit al, para asegurar los intere­

ses de terceros, así como los de lo s socios minoritarios; 

c) Las Entidades de Responsabilidad Limitada; y 

ch) Las sociedades extranjeras, sus sucursales o agencias 

que operan en el pais". 

otras atr ibuciones de la Superintendencia e s tán contempl~ 

das en los Articulas: 15, 25, 46, 47, 49 , 50 Y 51 de su Ley; 

y 30 , 41, 182 , 189 , 1 96 , 352, 358 , 361, 363, 364 , 401, 436 , -

448, 449 y 455 del Código de Comercio. Sólo analizaremos aqu~ 

llo s articulas que a nuestro juicio presenten problemas dignos 

de comentarse. 

2 . - En el Artículo 3 de la Ley cabe observar en pr imer lu 

gar, que en el li teral a) las atribucion es se d e f inen por excl~ 

sión: las sociedade s que no están sujetas a la vigilancia de la 

Superintendencia de BrulcoS y otras Instituciones Financieras, o 

comprendidas en el Articulo 20 del Cód i go de Comercio, están sQ 

metidas al contro l de la Oficina que nos ocupa. De e s ta mane r a 

no hay posibilidad de dejar fuera de control a ningún tipo de 

sociedades mercantiles. 

Siempre dentro del Articulo 3, como explicación diremos -

que entre las profesiones y actividades relacionadas con el co 

mercio que están sometidas a la v igilancia de nuestra Oficina, 

(según el literal ch), tenemos por ejemplo el caso de los agen 

te s intermedi~rios (articulas 400 y siguientes del Código de -

Comercio), quiene s tienen que obtener autorización de la Supe.!: 

intendencia para ejercer la intermediac ión y estar sometidos a 

su control. 
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3 .- Los literales comprendidos entre el a) y el ch) d e l 

Art ícul o 4 de l a Ley, constituyen una repetición innecesaria 

de lo es tipulado en l os Ordinales 1 , 11 Y I V del Artículo 363 

del Código de Comercio . 

4 .- Las "atribuciones del Superintendente lt contempladas 

en el Artícu lo 8 de la Ley , tomando en cuenta que éste es el 

Jefe máximo de l a Oficina y qu e sus actividades dentro d e l -

marco de su misma Ley no pueden desli garse de su carácter ofi 

cial, podemos perfectamente considerarlas como atribuciones -

de l a Superintend encia . 

Dice a sí el citado Artí culo 8 : 

"Son atribuciones del Superintendente: 

1) Dirigir y coordinar la administración , organi zación y 

funcionamiento de la Superintend enc i a; 

2) Dirigir y coo rdinar la políti ca de v i g i l ancia que e­

jercerá l a Superintendencia; 

3) Solicitar a l as entidades someti das a l a v i g ilanc ia de 

la Superintendencia, cuando fuere ne cesari o y dentro del l ími­

te d e las funciones que le confiere l a ley, l os datos, informes 

o documentos sobre sus actividades; 

4) Practicar por s í o por medio de sus de l egados, las ins ­

pecciones , revisiones y cuales qu iera ot ras diligenc ias n ecesa­

rias para el cumplimiento d e l a ley; 

5 ) Imponer cuando fuere procedent e , a las soc i ed a des y -

personas naturales sujetas a su vigilancia , las sanciones por 

e l incumplimiento de l as l eyes y reglamentos , y en especial : 

a) Separar a l os a dministradores de l as socieda d es en 

los casos expresamente es tabl ecido s por la l ey y d es i gnar 

en s u l u gar a l as p ers onas que, conforme a l os pactos so­

ciales respect ivos , a las l eyes y a la voluntad de l os so­

cios , sean llemados al efecto ; 

b) Imponer multas a l as entidades vigil a das, a sus miem­

bros y a dminist radores , en l os casos establecido s p or las le-

yes; y 
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c) Intervenir l as sociedades y empresas , en lo s casos -

que la ley determine. 

6) Proponer al Ministerio de Economía, el nombramiento 

d e l personal dependiente de la Superintendencia , d e conformi­

dad a la Ley de Sal arios; 

7) Contratar, previa autorización d el Ministerio d e Eco­

nomía, persona l técnico a tiempo completo o parcial, de a ­

cuerdo con las r egu l a cione s presupuestarias; 

8) Presentar al Ministerio de Economía informe de sus -

labore s anuales; y 

9) Conocer y r eso lver en todos los a suntos que sean de 

compe t enci a de la Superi ntendenc ia". 

Dentro de este a rtículo casi todas l as atribuciones se -

explican por sí so l as , pues son las que razonablemente debe -

t ener un Funcionari o para r ealizar una adecuada vigi lancia y 

fiscalizació n . Permí tasenos s o lamente llamar la a t enci ón so ­

bre e l hecho de que e l numera l 5 d e l a rtí culo transcrito ha­

bla de "s ep a r a r a l os admini s tra do res d e las socieda de s " en 

su literal a) , e " intervenir a las socied ades y empresas en 

los caso s qu e l a ley determin e " en su literal c) ; mientras -

que el Artí culo 364 del Código de Comercio nos dice que lila 

intervención dir ec ta de las Oficinas que ejercen l a vigj_ l an­

cia del Estado, en e l funcionamiento de l as sociedades, se l~­

mita a l a s eparación de det erminados a dministradores , etc .". 

y hay más, e l Artículo 352 d e l mismo Código c oncede ~ l as Ofi 

c i nas mencionadas la f acu l tad d e intervenir provisionalment e 

a l as sociedad es . 

¿Cómo armonizar estas disposiciones? La separación de los 

a dministradores y la intervención d e las sociedades y empresas , 

se traducen en una sola cosa , o son dos a tr ibu ciones diferen­

tes? Esta última creemos que es la i nterpretación correcta. 

En efecto , la separaci ón d e administradore s procede de a 

cuerdo a l litera l a), numeral 5) d e l Artículo 8 de la Ley , en 
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r elación c on e l 364 d e l Código de Comercio . Mientras que la -

f acultad de intervenir a l as sociedades proviene del literal 

c ), numeral 5 ) del mismo artículo 8 , en armonía con el 352 Como 

5.- El Artículo 49 de la Ley establece que: 

'Para proceder a la ejecución del acuerdo de transforma­

c ión d e una sociedad de personas ~ a una sociedad d e c a p i­

tal, d eberá valuarse previamente, por peritos de la SupeE 

intendencia , el patrimoni o d e la sociedad que s e transfor 

ma rá. I gual requi s ito d e berá cumplirse para l a e jecución 

del a cuerdo de fusión d e sociedad es ll • 

Por su parte e l Artículo 1 96 del Có d igo d e Comercio dice: 

liLas aportaciones en especie serán efectuad as según valúo 

h echo previamente por dictamen pericial de la Oficina qu e eje,!: 

za la vi gi lancia del Es tado . Esta circunstancia se hará cons­

tar en la escritura soc ial" . 

Sabemos que hay transformac ión cuando una soci e dad de un 

tipo adopta otro t ipo l egal, o cuando siendo de capital fijo 

se convierte en de capital variable o viceversa . Artículo 322 

Com o 

Hay fus ión cuando dos o más soci edades integran una nue ­

va , o cuando una ya existente absorbe a o tra u otras. Art í cul o 

315 Com o 

La aportación e n especi e es aqu~lla hecha con bi enes -

distintos d e l dinero , l a cual es permitida de acue rdo a l ar­

tículo 31 d e l Código d e Comercio . 

De mo d o qu e en l os casos de transformación o fusión de 

sociedad es , o a port ac iones en espec i e , deberá s olic itar se pr~ 

viamente a la Superintendencia el nombramiento de peritos , p~ 

ra qu e efectúen e l valúo d el patrimonio de la sociedad o de -

lo s bienes ,que se van a aportar , en su cas o . 

6 .- Sobre el tema d e l os valúos pudiera plantearse una -

int errogante, que no quisi~ramo s dejar s in analizar aunque sea 

BIBLlOTECI CENT AL 
UN 1'" !::. 3 10.) . • L' UC: c.L. .. ",L.V.."Ulilil 



- 31 -

brevemente . Es ésta: ¿Pueden las sociedades dar a l os bienes 

un valor mayor que el dado por los peritos? ¿Pueden darle un 

valor menor? 

Para dar una respuesta satisfactoria, es necesario tratar 

de desentrañar la intención del legislador a l establ ecer l a -

obl i gatoriedad del valúo en los casos citados . Y creemos que 

la intención no ha sido otra que la de evitar que l as socie­

dades muestren en sus activos, capitales que no sean los r ea­

les, val e decir , que no aparezcan con capitales inflados , lo 

que traer ía el consigu i ente peligro de defraudación a los in­

tereses de l os acreedores y terceros . 

Aceptado que este fue el espíritu del l egislador , la cOQ 

secuenc i a oblig ada es que no se permitiría a l as sociedades -

valorar los bienes en una cantidad mayor que la estimada por 

los peritos . Pero es c l aro que podrían valorarla en una cantA 

dad menor , puesto que con el l o no se defraud ar ían los intere­

ses de l públ ico . 

7 .- Hay otra situación digna de comentarse a propósito de 

los valúas . Según el Art í culo 63 inciso tercero de la Ley d e 

Impu e sto sobre la Renta, los peritos de la Dirección General -

de Contribuciones Directas , en la investigac ión de la Renta, 

pueden practicar val úos en los bienes de l contribuyente . 

Vamos a poner un ejempl o para comprender e l probl ema que 

queremos plantear . Una persona es dueña d e una finca determina 

da , la cua l en la determi nación de l a renta, ha sido val uada -

por peritos de la Dirección General , en cien mil colones . 

Sucede que esta persona decide aportar su finca en l a -

constitución de una sociedad, para lo cual solicita que peri ­

tos de l a Superintendencia procedan a su valuac i ón . 

Toma ndo en cuenta que cada persona aprecia .las cosas de 

diferente manera, es casi seguro que este valúo será diferen­

te. Supongamos que estos peritos atribuyen a la finca un valor 

d e ciento veinte mil co l ones . 
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¿Podría la sociedad, mejor dicho los otros futuros socios , 

negarse a aceptar ese aporte en especie, alegando que se le ha 

atribuido un valor exhorbitante, puesto que hay otro valúo he­

cho por otra Oficina pública, que está diciendo que el valor de 

la finca es de cien mil colones? 

En primer lugar veamos la finalidad de ambas clases de va­

lúos . En un caso es para efectos impositivos; en el otro tiene 

por objeto la protección de las personas que contratan con la 

sociedad y aún de los socios mismos. 

En consecuencia ambos valúos son totalmente diferentes e 

independientes, pues no guardan ninguna relación entre sí . Por 

ello creemos que en el ejemplo propuesto , la sociedad debe ate­

nerse al valúo hecho por la Superintendencia. 

Con todo y la solución que hemos expuesto , no puede negarse 

que esa dualidad de valúos causa cierta incertidumbre en e l pú­

blico que acude a tramitar sus asuntos, debido a la diversidad 

de criter i os existente en las diferentes Oficinas pdblicas . 

¿Cómo podría remediarse esta situación? Creernos que una de 

las soluciones ser í a la unificación de nuestro sistema legal so­

bre cada materia en particular, en nuestro caso sobre los valúos . 

Así tendr íamos por ejemplo una sola Oficina encargada de re~ 

lizar los valúos que por ley debe hacer e l Estado. Las demás Ofi­

cinas tendrían que atenerse a ese valúo, e l cual tendría carácter 

oficial para todos lo s efectos administrativos, evitándose así -

contradicciones, incongruencias y pérdidas de tiempo y dinero . 

IV- OBLIGACIONES DE LOS COMERCIANTES 

1.- Los Artículos 9, 10, 11, 12 Y 13 de la Ley , establecen 

una serie de obligaciones de tipo contable a los comerciantes, ya 

sean éstos individuales o sociales. 

Estas obligaciones son unas de tipo general, corno las si-­

guicntes : 
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a) Llevar contabilidad debidamente organizada, de acuerdo 

con alguno de los sitemas generalment e aceptados, la que debe 

ser debidament e autorizada por la Superintendencia; 

b) Tener un Catálogo de Cuentas y un Manuel de Instruccio 

nes, que sirvan para explicar su sistema d e contabilidad; 

c) Llevar los Libros de Contabilidad especificados por la 

ley, por la técnica contable y las necesidades propias del ne­

gocio ; y 

d) Llevar determinadas cuentas, subcuentas o rubros espe­

ciales exigidos por la Superintendencia. 

Otras obligaciones en cambio son especiales, por ejemplo: 

a) Las sociedades de personas (salvo las contempladas en 

el Artículo 20 del Código de Comercio) deben enviar a la SupeE 

intendencia, dentro de los tres meses siguientes al cierre de 

su e jercicio económico: el Balance General y Estado de Pérdidas 

y Ganancias, y la nómina d e los representantes o administrado­

r es , incluyendo gerentes , agentes o empleados , con facultades 

d e representación; 

b) Las sociedades de capitales deben r emitir l os documen­

tos menc ionados en el literal anterior, dentro de l os quince -

días siguientes al de la publicación del Balance en e l Diario 

Oficial . El Artículo 41 Com. amplía este plazo a tres meses; 

sin embargo prevalece la Ley de la Superintendencia, por ser 

una ley especial; y 

c) Las agencias o sucursales extranjeras deben enviar la 

documentación referida, en el plazo que corresponda según su 

naturaleza, de acuerdo a los literal es anteriores. 

2.- El Artículo 9 de la Ley, qu e es el más importante de 

los mencionado s en este Título establece: 

"Art.9.- El comerciante está obligado a llevar contabil i 

dad debidamente organizada, de acuerdo con alguno d e l os sis­

temas generalmente aceptados, debiendo solicitar a la superin­

tendencia la autoriz ac ión r espectiva y a conservar en buen or­

den la correspondencia y demás documentos probatorios. 
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"El comerciante que desee establecer un sistema distinto 

d e al guno de los generalment e aceptados, cambiar o modificar 

su si s tema de c ontabilidad ya autorizada, deberá s olicitarlo 

a la Superintendencia, la que autorizará el cambio o modifi ­

caci6n previo informe favor able de la Direcci6n General de -

Contribuciones Directas y para el sigu iente ejercicio . Si e l 

cambio o modificaci6n no afecta lo s re s ultado s finale s d e l -

n egoc io, podrán hacerse en e l mismo ejercicio contabl e . 

"El comerciante deberá tener un catálogo d e Cuentas y un 

Manual d e Instruccione s , que exp lique su sistema d e contab i ­

lidad y podrá hacer las modificaciones qu e estime conveniente, 

cumpli end o con lo expuesto en e l inc i so anterior . 

"El comerciante deberá lleva r l os registros con tables es­

pecificados por la Ley , lo s exigido s por la técnica cont abl e y 

n eces i dades propias del n egocio, siempre que llenen l os requi ­

si tos correspondient e s e stabl ecid os en el C6digo de Comerc i o y 

otras l eyes ". 

Como pued e aprec i arse f á c ilmente , e l inciso primero del -

a rtícu lo transcrito , tiene una gran similitud con el pr i mer -

inc iso del Artículo 435 d e l C6digo d e Comercio. 

Dic e a s í el citado inciso: 

"Art.435 .- (Inc iso Primero) El comerciante está obliga­

d o a ll ev a r contabilidad d ebidamente organi za da , de acuerdo -

con a l guno de lo s sis temas generalmente aceptados,autorizados 

por la Of icina encargada d e la vigilanc ia del Estado; y a cOQ 

servar en buen orden la correspondencia y demás documentos -

probatorios" . 

3 . - En cuan t o a establ ec er un sistema de contabilidad -

distinto d e a l guno d e l os generalmente aceptados, el Art ículo 

50 inciso final del Reglamento de la Ley de Impu e sto so bre la 

Rent a , establ ec e que " Será necesaria l a autori zaci6n previa -

de l a Di rección General para cambi ar el método de contabil i ­

dad aceptado", p r ecepto que está en armoní a con el inciso se­

gundo del Artículo 9 que hemos transcrito . O sea que, para 
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cambiar su sistema de contabilidad los comerciantes deben so­

licitarlo a la Superintendencia y ésta, para autorizar tal -

cambio, debe contar con el informe favorable de la Dirección 

General de Contribuciones Directas. 

En relación con este punto , . pudiéramos entrar en ciertos 

detalles, uno de los cuales sería el considerar que la Ley de 

la Superintendencia habla d e "si stema ", mientras que e l Regla­

mento de la Ley de Impuesto sobre la Renta, habla de "mé todo " 

de contabilidad. 

Es cierto que "método" y "sist ema " son cosas diferentes, 

pero estimamos que ambas dj_sposiciones -que fueron dadas con 

muchos años de diferencia- se refieren a un mismo concepto: 

SISTEMA DE CONTABILIDAD, qu e puede definirse (4) como: Un con 

junto de reglas o principios contables, que conducen a una fi 

nalidad especifica . 

En cambio METODO es un camino a seguir, un modo ordenado 

de seguir determinado procedimiento para obtener un fin, o -

como dice la Real Academia: "Modo de decir o hacer con orden 

una casa l! (5) 

Por lo d emás está claro y así se ha entendido en reunio 

nes sostenidas entre Oficinas relacionadas con la materia, 

que cuando se trata de pequeñas modificaciones que no afectan 

sustancialmente el sistema de contabi lidad de una Sociedad, 

no es necesario el informe de la Dirección General, pudiendo 

la Superintendencia en este caso resolver a su criterio. 

(4) Encic lopedia Universal Ilustrada, Tomo LVI, Espasa-Calp e , 
S .A., Madrid 1958, pág . 884. 

(5) Diccionario de la Lengua Española, 18a.Edición, Madrid 
1956, pág.874. 
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4.- El inciso final del Artículo 9 en comento , establece 

la obligación de los comerciantes, de llevar los Registros Cog 

tables especificados por la Ley; y a este respecto cabría pre­

guntarse ¿cuáles son esos Registros contables exigidos por la 

ley? · 

Los siguientes Libros o Registros Contables son obliga­

torios según el Artículo 435 del Código de Comercio: Estados 

Financieros, Diario y Nayor . 

Por su parte el numeral segundo del Artículo 6 del Regla 

mento de la Ley de Registro de Comerc io, impone a l Departamen 

to administrativo de esa Oficina, la obligación de legalizar 

los Libros y hojas de contabilidad correspondientes a: Esta­

dos Financieros , Diario , Mayor , De Remate , De Entrada y Sali­

da de Prendas, Copiador de Recetas , Actas, Acciones Nominati ­

vas, De Agent e Dependiente, de Registro de Cierre de OperaciQ 

nes de los Agentes Intermediarios, Diario de Operaciones de 

Intermediarios, de Compras, Gastos y Ventas de Comerciantes -

con un Activo menor de diez mil co lones , de Registro de Tí t u­

los Nominativos del Emisor, de Registro de Socios en las So­

ciedades de Responsabil idad Limitada, de Registro de Aumento 

o Disminución de Capital en las Sociedades de Capital Variable, 

Libro Talonario Unico de Registro de los Almacenes Generales -

de Depós ito, Libro de Actas de Juntas Generales de Tenedores 

de Certificados Fiduciarios de Participación , Libro de Regis ­

tro de Socios de las Cooperativas , y todos aquellos Libros que 

p or l ey o necesidades contables hayan de legalizarse. 

5.- Prosiguiendo con las consideraciones sobre nuestra -

Ley, e l Artículo 10 se refiere a aspectos puramente contables, 

que no ameritan comentarios desde el punto de vista jurídico. 

6 .- Tal como señalamos en el numeral 1 de esta Sección, 

l os Artículos 11, 1 2 y 13 de la Ley , establecen la obligación 

de l os comerciantes, de enviar cierta información a la Super­

intendencia, información que es indispensable para que ést a -

ejerza una adecuada vigilancia. 
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A propósito del Artículo 11, cabe hacer notar lo que es­

tatuye el Artículo 20 del Código de Comercio, que a l a letra 

dice: 

"Art.20.- No obstante su calidad de mercantiles, l as so­

ciedades que se constituyan como colectivas o comanditarias -

simples , de capital fijo , y que tienen exclusivamente una o -

más de las finalidades que se indican a continuación, quedan 

exentas de las obligacione s profesionales de los comerciante s 

contempl adas en e l Libro Segundo de este Código, sal vo las de 

inscribir en e l Registro de Comercio la escritura social . 

"Las finalidades a que se refiere el inc iso anterior son: 

"1 - El ejercicio de la agricultura y la ganadería . 

1'11- La construcción y arriendo de viviendas urbanas , -

siempre que no se construya con ánimo de vender en forma re­

gul ar y constante las edificaciones . 

"I II - El ejercicio de profesiones liberales. 

"La responsabilidad ilimitada de l os socios de esta cla­

se de sociedades es solidaria respecto de ellos mi smos y sub­

sidiaria respecto de la entidad de que forman parte". 

Las obligaciones profesionales a que alude el artículo -

recién transcrito, son las contempladas en e l 411 del mismo 

Código, o sea: Obtener matrícula personal , matricular sus em­

presas mercant iles, llevar la contabilidad y correspondencia 

en la forma legal, inscribir en el Registro de Comercio l os 

documentos relativos a su negocio que estén sujetos a esta -

formalidad y cumplir los demás re quisitos de publicidad mer­

canti l que la l ey establ ece , y mantener su actividad dentro 

de los límites legales y abstenerse de toda competencia des­

leal. 

De todas estas obl igaciones están exentas las sociedades 

comprendidas en el Artículo 20 Com ., excepto la de inscribir 

la escritura social en el Registro de Comercio . 



- 38 -

Sin embargo , por otro l ado e l Artículo 11 de nuestra Ley 

impone la obl i gaci6n de enviar a la Superintendencia el Ba­

l ance General y Estado de Pérd i das y Ganancias , a todas las 

sociedades colectivas o comanditarias simples , sin excepci6n 

alguna. 

Ant e esta discrepancia ¿qué disposici6n prevalec e? Por 

supuesto que la Ley de la Superintendencia es una l ey espe­

cial y por si esto fuera poco, es también una l ey posterior 

a l C6digo de Comercio , por lo que aplicando l os principios -

de interpretaci6n legal, tendríamos que conclui r necesari a ­

mente en que la preeminenci a está d e l l ado d e la Ley . 

Sin embargo, d e acue rdo a una interpretac i6n 1 6gica y ar 

monizando el contexto general de la l ey , debemos c onveni r en 

qu e la inten ci6n del legislador no pudo haber sido la de im­

poner a l os comerciantes, una obligaci6n de la que estaban -

expresamente exceptuad os en el C6d i go de Comercio, por l as -

razones que trataremos de es tabl ecer enseguida . 

En consecuencia estimamos que d e be prevalecer la excep­

ci6n del Art í cul o 20 Com o 

7.- Establecido lo anterior, cabe pregunta rse qué raz6n 

tuvo e l l egislador para , en primer lugar , considerar como -

mercantil este tipo de asociaciones y en segundo , exceptuaE 

las de casi todas las obligaciones de los comerc iant es . 

De acuerdo Q la doctrina moderna de l Derecho Mercantil , 

como sabemos , se considera que son actos de comercio l os rea 

lizados en mas a y por empresa, por lo que es te tipo de aso­

ciaciones n o s e rían mercanti l es. Pues s i bi en algunos de los 

actos r ealizados por ellas pudieran llenar el r equisito d e -

ser realizado s p or empresa, no vemos c6mo su actividad podría 

masificarse. 

La agricultura y l a ganader ía, por mucha tecnificaci6n -

que exista a ctualmente, estr ictamente habland.o no puede decir 

BI8L10TEC CENTRAL 
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se que constituya una actividad realizada en masa, es decir, 

repetida constantemente. 

En cuanto a la construcción y arriendo d e viviendas urba­

nas, el mismo Código se encarga de excluir la masificación -

al expresar: "siempre que no se construya con ánimo de vend er 

en forma regular y constante las edificaciones" . 

Finalmente el ejercicio de profesionales liberales pres~ 

pone desde luego la realización de actos individualizados , -

que no pueden enmarcarse en un patrón común, ademá s requieren 

la atención personal técnica del pro fesional en cada caso -

concreto, lo que excluye la posibilidad de l a masificación . 

No siendo merca~tiles estas as oc iaciones ¿por qué el -

legislador les dió tal carácter? 

Creemos que la razón fundamental de e sta actitud debe 

buscarse en la conveni encia de no d ej ar fuera del Código de 

Comercio esta clase de asociaciones, con el objeto de impo­

nerles la obligación de inscribir en el Re g istro de Comer­

cio su escritura social; y además tener el control sobre -

las mismas, regulando su actividad y la de sus socios (in­

ciso final del citado artículo 20) . 

Ante esa n eces idad, y ante la disposición del Artículo 

1 8 d e l mismo Código, de que todas las sociedades, indepen­

dientemente de su finalidad, son mercantiles , el leg islador 

optó por darles tal carácter, con el objeto de mantener la 

unidad de criterios en la legislación mercantil . 

8 .- El Artículo 14 de la Ley establece una obligación 

de vigilancia por parte del Auditor, sobre la sociedad o e~ 

presa que audite, obligación que no está contemplada en el 

Código de Comercio y que es de mucha utilidad para facilitar 

la labor de la Superintendencia. 
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v- AUTORIZACION TIE SOCIETIATIES EXTRANJERAS,SUCURSALES O AGENCIAS 

1.- A esta materia está consagrado e l Título 111 de la -

Ley, así como los artículos del 358 al 361 del Código de Co­

mercio . 

Bás icamente ambos cuerpos legales exigen los mi smos re­

quisitos para que una sociedad extran jera realice actos de -

comercio en El Salvador en forma permanente o establezca a g eg 

cias o sucursales en el país, a saber: 

a) Presentar solicitud a la Superintendencia, por medio 

de apoderado generala especialmente constituido; 

b) Comprobar que la sociedad está legalmente constituida 

de acuerdo con la ley del país en que se hubiere organizado; 

c) Comprobar que de acuerdo a la ley de dicho país y a 

los estatutos que rigen la sociedad , puede acordar la crea­

ción de sucursales o agencias, o que tiene capacidad le gal -

para trasladar su domicilio a El Salvador; 

d) Demostrar que la decisión de operar en El Salvador o 

la de trasladar su domicilio, ha sido adoptada válidamente; 

e) Tener cuando menos un representante permanente en la 

República, con amplias facu ltade s para realizar todos los ac ­

tos que hayan de celebrarse y surtir efectos en e l territorio 

nacional. El poder con que actuará este representante deberá 

señalar en forma clara y pormenorizada las facultades de és­

te, debiendo constar en el mismo l a responsabilidad ilimitada 

de la sociedad, dentro y fuera del país, con todos sus bienes, 

por los actos y contratos que celebre en El Salvador ; 

f) Comprobar que todos sus fines son lícitos conforme a 

las leyes naciona les y que, en gene ral, no son contrarios a l 

orden público; 

g) Constituir y mantener en el país , dentro del plazo -

que se señale, un patrimonio suficiente para la actividad mer 

cantil que desarrollará en la República; 
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h) Para determinar la suficiencia de este patrimonio, d~ 

berá presentar un estudio de fact i bilidad económico-financie­

ro y la documentación con que compruebe que ha constituido el 

patrimonio suficiente; e 

i) Protestar sumisión a las leyes, tribunales y autorid~ 

des de la Repdblica, en relación con los actos y contratos -

que hayan de celebraren territorio salvadoreño y hayan de 

surtir efectos en el mismo . 

2. - Decimos que las sociedades extranjeras deben l lenar 

estos requisitos, cuando deseen realizar permanentemente ac­

tos de comercio en el país, dado que para real izar actos es­

porádicos no se necesita autorización . 

Sobre este punto podría presentársenos una interrogan­

te: ¿Cómo saber en un momento determinado que una sociedad -

extranjera está ejerciendo actos de comercio en El Salvador, 

en una forma permanente? 

Sobre e l particular existen algunas presunciones en -

nuestra legislación mercantil, que nos dan una pauta segura 

para determinar cuándo se considera que se ejercen actos de 

comercio . 

El Artículo 2 inciso 20 . del Código de Comercio expre-

sa: 

" Se presumirá legalmente que se ejerce el comercio cuan 

do se haga publ icidad al respecto o cuando se abra un esta­

blecimiento mercantil donde se atienda al pdblico ". 

Tratándose de una presunción l egal, es claro qu e ésta -

admite prueba en contrario . 

El Artículo 24 de la Ley de l a Superintendencia, dice: 

" Se presume de derecho que las soc i edades extranjeras 

real izan actos de comercio en El Salvador, cuando t e ngan -

factores o agentes dependientes en la Repdblica y por lo -

tanto, deberán cumpl ir los requisitos del Artículo 358 del 

Código de Comerciol! . 
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Siendo esta una presunción de derecho, no admite prueba 

en contrario . 

3.- Dijimos en el literal f), ~ue l a sociedad extranjera 

debe comprobar que sus fines son lícitos de acuerdo a las l e ­

yes nacionales y que no son contrarios a l orden público . 

Los fines serían ilícitos cuando fueran violatorios de -

las l eyes de la Repúbl i ca . Y serían contrarios al orden públi 

co, cuando se opusieran a ese orden . 

Nos corresponde ahora desentrañar el significado de " or­

den públ ico ". 

El Diccionario de la Lengua Española (6) nos da l a si­

guiente acepción: 

"ORDEN PUBLICO: situación y estado de legalidad normal 

en que l as a utoridades ejercen sus atribuciones propias y los 

ciudadanos l a s respetan y obedec en sin protesta". 

No obstante ser es t a una be l la y c l ara definición desde 

el punto de vista político, es necesario conocer un concepto 

desde un punto de vista jurídico . 

Jurídicamente y en un sentido amplio, el orden público 

~ons tituye la estructura esencial del Estado, sin la cual -

sería imposible su existencia y estabilidad; en este sentido 

comprende el régimen político , los aspectos fundamentales del 

régimen económico - social y la coordinación de las institucio­

nes económico - jurídicas , integrándolas en un todo sistemáti­

co . (7) 

En consecuencia, los fines de una sociedad serían contra 

rios al orden pú blico, cuando f u eren opuestos a esa estructura 

(6) Decimoctava edición, Madrid 1956 , pág . 948 . 

(7) Dr . Alejandro Dagoberto Marro qu í n , "La Irretroactividad de 
las Leyes", Editorial Univers itaria, San Salvador 1 960 , -
pág . 75 . 
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esencial del Estado, al régimen econ6mico- social imperante 

en el mismo, o cuando esos fines tendieren a la descoordina 

ci6n de las instituciones econ6mico-jurídicas existentes en 

el mismo Estado . 

4 .- Continuando nuestro estudio sobre las sociedades 

extranjeras, cabría preguntarnos: ¿Deben éstas, para poder 

operar en el país, necesariamente tener alguna de las formas 

previstas en nuestra legislaci6n? 

A este respecto el articulo 18 inciso final del C6digo 

de Comercio, expresamente advierte que "solamente podrán -

constituirse sociedades dentro de las formas reguladas por 

la ley". 

Pero es evidente que esta disposición se refiere a l as 

sociedades nacionales, porque habla de "constituirse" y las 

sociedades extranjeras que vienen a operar en el país, ya -

están constituidas de a cuerdo a las leyes de su país de ori 

gen. 

De modo que habrá que buscar otra disposici6n que nos 

ayude a d e spejar nuestra interrogante . 

Los artículos 16 de la Ley de la Superintendencia y 358 

del Código de Comercio, obligan a l a sociedad a comprobar -

que está legalmente constituida de acuerdo a las leyes del 

país de origen, o sea de donde se hubieren organizado, pero 

no que tengan que estarlo conforme a nuestras leyes. 

Dentro de este orden de ideas podernos concluir, pues, 

en que las sociedades extranjeras pueden ser autorizadas para 

ejecutar actos de comercio en la República, aunque su natur~ 

leza y organizaci6n no se amolden a las formas establecidas 

en nuestras leyes mercantile s , siempre que llenen natural­

mente los requisitos que mencionarnos al principio d e esta -

Sección . 

Un ejemplo sería una sociedad mutualista de seguros, 

figura que no está contemplada en nuestra ¡egislación, pero 
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existe una soc i edad de este tipo en El Salvador , la cual si no 

ha obtenido su autorización para operar en el país , puede per­

fectamente obtenerla. 

5.- Satisfechos los requisitos mencionados en el numeral 

1 de esta Sección, la Superintendencia dentro de l o s tres días 

siguientes, con op i nión , dará cuenta al Ministerio de Ec onomía . 

Este, dentro de los quinc e días siguientes al recibo de la opl 

ni ón y documentos, emitirá resolución y si ésta fuere f avora­

ble, expedirá el Acuerdo correspondiente , indic ando: la rama 

del comercio o industria a que se dedicará la sociedad en e l -

país , la orden de inscripción de la soc i edad , sus a genc ias o -

sucursales en e l Registro de Oomercio y e l p lazo para que ini­

cie sus op eraciones. 

Dentro de este último pla zo , la soc i edad deberá llenar a 

sat i s fac c ión de la Superintendencia, l os siguientes requisitos : 

a) Presentar e l poder del representante en El Sal v ador , 

debidamente inscrito en el Re gistro de Oomercio; 

b) Oomprobar la concesión de la res id encia del represen­

tante , cuando no fuere salvadoreño; 

c) Presentar la d ocumentación con que compruebe que se h a 

constitu ido e l patrimonio sufici ente , afecto a la actividad -

mercantil que ha ya de desarrollar en el paí s; y 

d) Presentar l os do cumentos de c onstitución, modificación 

o estatutarios de la sociedad, o la certif i cación de los mis­

mo s, inscritos en el Regis tro de Oomercio . 

6 .- De todos los requisito s de que hemos hecho revisión, 

l a mayoría son satisfechos por las sociedades sin mayores di­

ficulta d es , a excepción de los que enseguida analizaremos . 

En primer lugar , tenemo s el caso de l a re spons abilidad 

ilimitada que debe constar en e l poder d e l representante pe~ 

manente de l a sociedad en el país. 
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Esta exigencia ha dado problemas a algunas sociedades , en 

el sentido de que su casa matriz en e l extranjero algunas ve­

ces, por no comprender e l s i gnifi cado de la expresi6n, no in­

corpora en e l poder esa responsabilidad ilimitada . 

A la hora de exigírseles el requisito en la Superinten­

dencia, sus apoderado s frecuentemente alegan que es innecesa­

rio, ya qu e toda sociedad, sin nec e sidad de expresarl o, res­

ponde ilimitadamente con todos sus bienes, en cualquier parte 

del mundo en que éstos s e encuentren . 

Veamos si tienen raz6n . En primer lugar vemos que nues­

tro C6d i go de Comercio nada dice respecto a l a clase de res­

ponsabilidad que tienen las sociedades con relaci6n a sus so­

cios o a terceros . So lamente nos habla de la responsabilidad 

de los socios entre sí y para con l a sociedad (Artículos 45 y 

127) Y de la responsabi l idad d e la empresa individual (Artíc~ 

lo 600). 

En consecuencia si queremos arrojar alguna lu z sobre es­

te punto , debemos re curr ir al derecho común o a la doctrina -

del derecho mercantil . 

El Código Civil en su Artículo 2212 , es tablece lo que se 

ha llamado "derecho de prenda general " en virtud d e l cual e l 

deudor responde con todos los bienes raíces o mueble s , prese~ 

tes o futuros, exceptuando los que la ley declara inembarg a ­

bles . 

En l a doctrina mercantil, las sociedades responden siem­

pre ilimitadamente de sus obligaciones . Así tenemos que el -

gran tratadista mejicano Joaquín Rodríguez Rodríguez (8) nos 

dice: 

"Todas l as sociedades mercantiles son de r esponsabi lidad 

ilimitada, en cuanto que el deudor responde del cumplimiento 

de sus obligaciones con todos sus bi enes". 

(8) "Tratado de Sociedades l\1ercanti les", Tomo 1, 4a . Edici6n , 
Editorial Porrúa , S.A ., Méxi co 1 971, pág .102 . 
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De acuerdo a las citas anteriores, tienen razón quienes 

alegan que las sociedades responden en forma il imitada,aun­

que no l o expresen . En ese sentido l a exigencia impuesta por 

la ley, sólo viene a causar molestias y retrasos en l a trami­

tación de las di ligenc i as . 

7 .- otro punto que presenta dificultades es el relativo al 

" patrimonio suficiente", el cual como hemos apuntado, se exige 

a l as sociedades extranjeras . Para determinarlo, según la ley 

en comento, debe tomarse como base el " estudio de factibi l idad 

económico-financiero ". 

En real idad son l os dos conceptos que hemos enmarcado en­

tre oomil l as, los que han mot i vado dificultades en l a apli ca­

ción de la l ey , por dos razones importantes: su falta de pre ­

cisión y debido a que la Superintendencia no tiene un concep­

to claro sobre los mismos . 

El estudio de factibi l idad económico-financiero , como su 

nombre lo indica , es un estudio hecho generalment e por Conta­

dores Públicos Certificados , Economistas o Adminis t radores de 

Empresas, aunque la Oficina permite que sean hechos por Cont~ 

dores o cual esquiera personas que tengan conocimientos conta­

bles o financieros . 

Tiene por objeto ref l ejar y demostrar l as posibil i dades 

de operar con éxito que tenga una empresa , con los recursos 

con que cuenta y en un merc ado de consumo determinado . En él 

se hace un estudio (valga la repetición) de la organización de 

la empresa , d e l mercado y de l os proyectos de la misma, por me 

dio del análisis económico de l os cuadros demostrativos de su 

capacidad para operar: costos de reproducción, gastos de adml 

nistración , bal ance , estado de pérdidas y ganancias , cálculo 

de l punto de equilibrio, etc . 

Con base en ese estudio económico - financiero, l a Superin­

tendencia determina lo qu e a su juicio debe ser e l "patrimonio 

sufic i ente " afecto a la actividad mercantil que la sociedad o 

empresa hayan de desarrollar en la República . 
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8 .- Hemos dicho que el "patrimonio suficiente" es un con­

cepto muy impreciso . En efecto, ¿cómo podría determinarse en u 

na forma tal que no sea ni muy exiguo ni muy exorbitante? Qué 

pautas podríamos tomar para su determinación? 

Como ya expresamos , la Superintendencia no tiene ningún -

concepto claro al respecto. El Depar tamento de Auditoría de la 

misma , que es e l que en la práctica det ermina ese patrimonio -

suficient e , toma como bases de referencia principalmente: e l -

Balance General, el Estado de Resultados , e l Balance de ComprQ 

bación y en general hace una revisión de l as obligaciones de -

la empresa , para establecer un margen de seguridad adecuado, -

todo de acuerdo con normas de auditoría aplicabl es dentro de -

las circunstancias de cada empresa . 

Pero tomando en cuenta que de todas maneras la aprec ia­

ción de estos elementos , es muy subjetiva , existe una vaguedad 

de conceptos y una var i edad de interpretaciones a que pueden -

prestarse los mismo s, estimamos que es de imperativa necesidad 

que la Asambl ea Legi s lativa decrete una reforma o interpreta­

ción auténtica del Artículo 18 de la Ley , estableciendo pautas 

precisas para la adecuada determinación de ese patrimonio . 

9 .- Para finalizar l o relativo a l as sociedades extranje­

ras , digamos unas breves palabras sobre la obligac ión de pro­

testar sumisión a las l eyes , tribunales y autoridades de la Re 

pública . 

A este respecto somos de opinión de que este requisito es 

también innecesario, puesto que todas las personas, naturales 

o jurídicas, que se encuentran dentro del territorio de El Sal 

vador , salvo l as excepciones l egales, están sometidas a sus le 

yes y por ende a sus autorid ades y tribunales, sin necesidad de 

expresarlo. 

Re cord emos sobr e el particular ,lo que postula el artículo 

14 de nuestro Código Civil: 

"Art . 14 .- La l eyes obligatoria para todos los habitantes 

de la República, incluso los extranj eros". 
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y también lo que establece el Artículo 18 de nuestra Cons 

titución Política: 

"Art . 18 .- Lo s extranjeros , desde el instant e en que l l e­

gan al territorio de la República , estarán estrictamente obli 

gados a r espetar a las autoridades y a obedecer l as leyes, y 

adquirirán derecho a ser protegidos por ellas ", 

VI- SANCIONES APLICABLES POR LA SUPERINTENDENCIA Y SU TRAMITE . 
RECURSOS 

1.- Rel&cionando los artículos: 8 numeral 50 ., 27 Y 28 -

de la Ley y 352 ordinal 1 del Código de Comercio, vemos que -

las sanciones más importantes que la Superintendencia puede im 

poner a los comerciantes, son tres: a) multa, b) separación de 

los admi nistradores , y c) intervención de la sociedad o empre­

sa . 

2 . - La multa puede oscilar según nue stra Ley, entre 25 y 

5 . 000 colones, para todos los casos en que de alguna man era hu 

biere infracción a la misma . Sin embargo el Artículo 448 d el -

Código de Comercio establ ece una multa de 50 a 5 . 000 colones , ~ 

plicabl e a los comerciantes ~le no ll e varen registros contables 

o no los l levaren conforme a la ley . 

3 . - El Artículo 436 del mismo Código nos habl a también d e 

multa de 1 . 000 a 10 . 000 colones, que impondrá la Superintenden­

cia a las sociedades que no ll even contabilidad en e l país o no 

asienten las cuentas en moneda nacional . 

4 .- Para d a rnos el procedimiento a seguir en la imposi­

ción de las multas, separación d e administradores e interven­

ción , la Ley se remite al inciso final del Artículo 364 de l CQ 
digo de Comercio , que establec e una audiencia previa para los 

infractores, por un término no menor de ocho días . En cambio 

el procedimiento de suspensión de matrícula (que veremos en el 

apartado 5) se sujeta a lo preceptuado en el Artículo 449 . 
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Los Artículos del 30 al 37 de la Ley , son procedimientos 

que vienen después de haber dado cumpl imiento al inciso final 

de l Artículo 364 citado y creemos que no presentan probl emas 

dignos de analizarse en este trabajo . 

5.- Otra clase de sanción, es la suspensión de l a matrícu 

la de comercio, cuando el comerciante se negare a facilitar el 

acceso a su contabilidad a cualquier autoridad administrativa, 

suspensión que durará hasta que la inspección se verifique . Con 

este objeto l a Superintendencia librará oficio al Registrador 

de Comercio para que decrete la suspensión, previa audiencia 

al interesado . Artícul o 449 del Código de Comercio. 

6 .- El Artículo 38 de la misma Ley regula lo relativo a -

la notificación a los infractores . Mas, cuando se trata de nQ 

tificar otras providencias que no sean la imposición de una -

sanción , ¿qué procedimiento se debe seguir? En la práctica se 

ha aplicado el procedimiento de l Artículo 38 , en vista de que 

la Ley en ninguna otra parte de su articulado reglamenta las 

notificaciones. 

A nuestro jucio la ley debió haber hecho una de las dos 

cosas: Dejar las notificaciones sujetas al derecho común,o re 

glamentar todos los casos de notificaciones . 

7 .- Los Art í culos de l 39 al 43 de la Ley , establ ecen l os 

recursos que el infractor puede interponer cuando no estuviere 

conforme con la resolución que l e hubiere impuesto la sanción . 

Tal e s recursos son: El de recons iderac ión (ante la misma Supe~ 

intendencia, Artículo 39), el de apelación (ante el Min i sterio 

de Economía, Artículo 40) y e l d e hecho (cuando fuere denegada 

indebidamente la apelación, Artículo 42) . 

Ahora bien, la inconformidad del interesado no solamente 

puede presentarse cuando se l e imponga una sanción , sino cuan 

do se le notifique cualquiera otra resolución y en este caso 

¿puede interponers e algún recurso? En la práctica se ha permi­

tido que los interesado s pidan reconsideración, por ser éste -

un recurs o administrativo muy ampl io . 
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VII - ~ELACION DE LA SUPERINDENCI A CON OTRAS DEPENDENCIAS 
DEL ESTADO . 

1.- Como Oficina Pública que es , la Super intendencia -

tiene relación en mayor o menor grado con todas las demás Ofi 

cinas gubernamentales . Sin embargo hay entidades con las que 

la relación es más directa, por razón d G 3US funciones . 

RELACION CON EL MINISTERIO DE ECONOMIA 

2 .- Quizá sea esta Secretaría de Estado la que tenga una 

relación más estrecha con la Superintendencia, dado que ésta -

es una dependencia de aquella Secretaría . 

Como consecuencia de ello, e l nombramiento de su perso­

nal es h echo por el Poder Ejecutivo en e l Ramo de Economía . 

También,como ya vimos, en el caso de imposición de san­

ciones , e l perjudic a do puede interponer recurso de apelación 

para ante ese Ministerio, qu e es la Oficina Superior en grado . 

Otro caso en e l que se ve c lara la r elación , es el del -

Artículo 21 de la Ley, en rela ción con e l 358 del Códi go de CQ 

merc io. Esto es, cuando una sociedad extranje r a , con el objeto 

de realizar actos d e comercio en el país , ha satisfecho los -

requisitos legale s ante la Superintend encia, ésta dará cuenta 

al Ministerio de Economía, para que éste d e cumplimiento a lo 

establecido en e l Artículo 22 de la misma Ley . 

RELACION CON EL REGISTRO DE COMERCIO 

3 .- Además, de la comunicación constante y coordinada que 

debe existir entre dos oficinas, tan directamente vincul adas a 

l a actividad mercantil, como la Superintendencia y el Registro 

de Comercio , existen otras relaciones que están señaladas expr~ 

samente en la l ey , por ejemplo, e l Artículo 2 3 de la Ley de la 

Superintendencia dice: 
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"Art . 23 . - Queda prohibido al Registrador de Comercio', 

inscribir sociedades extranjeras , a gencias o sucursale s , sin 

que se le presente la autorización a que se refiere e l artícu 

lo 358 inciso último de l Código de Comercio ". 

El Art í cul o 46 de la misma ley establ ece: 

tl Art . 46 .- El Registrador de Comercio no podrá inscribir 

l as escrituras de constitución de las empresas individual es 

de responsabilidad limitada, sin que se le presente certifi­

cación expedida por la Superintendencia , de haberse dado cum 

plimiento a los requi s itos que exige e l Código de Comercio ". 

El Artículo 449 del Código de Comercio , se refiere a la 

si tuación de l a matrícula de comercio' , de que ya hemos tra t.§: 

do . 

El Art í culo 451 de l mismo Código, establ ece la obliga­

ción de los comerciantes y sus herederos, de conservar los 

registros por un determinado número de años , expresando qu e 

cualquier infracción a esta disposición, debe ser denunciada 

por cualquier autoridad , que podría ser la Superintendencia, 

para que e l Reg istrador cancel e la matrícula personal del co­

merciante . 

También tenemos el caso del artículo 6 numeral 2 d e l Re­

g l amento de Ley de Reg i stro de Comercio , qu e i mpone al Depar­

tamento Administrativo la atribución de l egalizar una serie 

de libros u hojas de contabil i dad , de acuerdo a l as distinta s 

act ividades a que se dediquen l os comerciantes . 

En este caso la relación proviene de que tal es libros u 

hojas de contabilidad , deben ser previamente aprobados por el 

Departamento de Sistemas Contables de la Superi ntendencia d e 

Sociedades y Empresas Mercantiles , según lo establ ece e l ar­

t í culo 9 de s u Ley . 

B1BlIOiEC 
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RELACION CON LA FISCALIA GENERAL DE LA REPUBLICA 

4 . - A l a Fiscalía Gen eral de la Repúbl ica l e corresponde 

defender los intereses de l Estado y de la sociedad (Artículo 

99 numeral l o . de la Constitución Polí tica ) ; y a la Superinteg 

dencia l e corresponde dar cuenta a aquélla cuando tenga conoci 

miento de que las soc i edades su j etas a su vigilancia , no están 

cumpl iendo con la ley o están defraud ando la buena fe de l pú­

blico (Ar tículo 363 ordinal 11 d e l Código de Comercio y 4 de -

la Ley de l a Superintenden cia . ) 

Esta última obligación se encuentra reglamentada concreta 

mente en el Art í cul o 352 ordinal 11 del Cód i go de Comerc i o ,que 

dispone: 

"Art . 352 .- Siempre que en este Capítulo se conf iera -

acc i ón al Ministerio Público , la Of i cina que ejer za l a vi 

gilancia del Estado tendrá las siguientes atribuciones: 

"11- Obligación de poner en conocimiento del Ministe­

rio Público cualquier irregularidad qu e notare en el fun­

cionamiento de l as sociedades sometidas a su vigi lancia y 

que sea susceptible de dar origen a cualquier a cción de -

las indicadas en este Cap í tulo " . 

RELAC I ON CON LA DIRECCION GENERAL DE CONTRIBUCIONES DIRECTAS 

5 . - En el Capítulo 111 'nos referimos a los val úos real iza 

dos por peritos de l a Dirección General de Contribuciones Direc 

tas , en la investigación de la renta de los contribuyentes . 

Como dijimos en aquella ocasión, a veces esos valúos pue­

den ser contradictorios con los v erificados por peritos de la 

Superintendencia , que tienen lugar con ocasión d e fusión o trans 

formación de sociedades , o aportes en especie . 

Por ello l l egamo s a la conclusión de que sería conveniente 

que hubiera una so l a Oficina Pública encargada de practicar va­

lúos , que fueran válidos para todos l os cas o s de d i ligencias a d-
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ministrat ivas. 

Desde este punto de vista no existe estrictamente u na r e­

lac ión directa entre ambas Oficinas , aunque debería haberla en 

lo s términos propuestos , para evitar problemas como el apunta­

do. 

6 .- Según el Decreto No . 459 d e l Consejo de Gobierno RevQ 

lucionario, de fecha 21 de di ciembre de 1 949, co rresponde a -

la Dirección Gen e r al de Contribuc iones Directas , lo concernieg 

te al impues to sobre la renta, v a le decir , l o r elativo a s u -

tasación , sup ervi g ilancia y control . 

Como también hemos manifestado anteriormente , los comer­

ciantes d eben ll evar l os registros contables especificados por 

la l ey , los exigidos por la técnica contabl e y neces idades pro 

p i as del negocio, soli citando a la Superint end encia la aproba­

ción de t a le s regis t ros . Ello según l a l ey d e esta Ofic ina . 

El Artículo 52 d e l Reglam en to de la Ley de Impuesto sobre 

la Renta ,menci ona también una serie de Libros especial es que 

deberán ll evar l as personas , según l a actividad especial a que 

se dedican . Cuando estas personas tienen la calidad de comer­

ciantes s egún el Código de Comerci o , d eben so licitar a l a Su­
perint end encia la aprobación de tale s Libros . 

De este h echo na ce indudablment e una r e l ación entre l as 

Oficinas d e qu e t ratamo s , la Superintendencia y la Dirección 

General de Contribuciones Direc t as . 
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CAPITULO IV 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACI ONES 

1.- La v i g ilanc ia estatal sobre la a ctividad mercantil, -

es una materia que ha s ido totalmente descuidada en nuestro -

pa ís y a ún en e l extranjero . Creemo s qu e es la Univers idad de 

El Sal vador la más indicada para fomentar la difusión y es ti­

mular e l interés sobre el tema , especialmente entre el estudian 

tad o y profesionales d el Derecho . 

2 .- La vig i lanc ia estatal s obre los comerciant es , está -

plenamente j ustificada , desde cualquier punto de vista, y a sea 

éste político , jurídico o e conómico. As imismo tiene p l eno asi­

dero dentro de nuestra l egislación nacional. 

3.- Aunque la doctrina es muy parca al respecto , en gene­

ral se a cep t a que la vigilancia sobr e la a ctivida d mercantil -

puede ser de tres c l ases ; privada , j udic ial y adminis trativa , 

siend o esta última l a qu e se ha usad o desde h ace muchos años -

en El Salvador. 

4 .- No obstante existir dos Superintendencias , una para -

vigilar l a actividad bancaria y de seguros y otra para las de­

más a ctividades mercant i l es , es no torio el desconocimiento so­

bre ambas of icinas, aún d e parte de profesional es d e l Der echo . 

5.- Los orígenes de la vigilanci a administrat iva ( es tat a l ) 

pued en r effiontQrS C en nuestro paí s hacia 1 914, a ño en que se -

creó la primera Junta de Vi g ilancia. 

6 .- De las dos Oficinas que e j e r cen la vigi lancia del Es­

tado, solamente una cuenta con su propia Ley , pues la otra en-

r--------------------____ 
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marca sus actividades dentro de varios ordenamientos legales 

(Código de Comercio , Ley Orgánica del Banco Central de Reser­

va de El Salvador , Ley de Creación de la Junta Monetaria , Ley 

de Instituciones de Crédito y Organizaciones Auxiliares), lo 

qu e es desde todo punto de vista inconveniente . 

7. - La Ley de la Superintendencia de Sociedades y Empre­

sas Mercantiles vino indudablemente a llenar un vacío legal, 

aunque como toda obra humana, cont iene imperfecciones , algunas 

de las cuales hemos analizado en este trabajo de tesis . 

8 .- La Su perintendencia de Bancos y otras Instituciones 

Financieras , está necesitando de la promulgación de su Ley prQ 

pia , pues c on la actual di sgregación de la s disposiciones que 

norman sus actividades , se hace difícil para los i nteresados 

tener a la mano los artículos de las leyes pertinentes . 

9.- Dentro de la organiza ción de la Superintend encia de 

Sociedad e s y Empresas Mercantiles, creemos que no tiene ra zón 

de ser el Organo Actuarial , órgano qu e sí se j u stif i ca para la 

Oficina que fiscaliza a l as Compañías de Seguros . 

10 .- No obstante que la Ley habla de que un Reglamento nor 

mará la organizac ión y funcionamiento de la Superintendencia, 

creemos inne cesaria la existencia d e este Re glamento . 

11 .- Las atribuciones de l a Superintendencia se d efinen -

por exc l usión: l as socieda des que no está n sometidas a la vi ­

gilan cia de la de Bancos o comprendidas en e l Artículo 20 de l 

Código de Comercio , están some tidas a l contro l y vig i l ancia -

d e aquélla . 

12 .- Los valúos hechos por la Superintendencia en l os ca­

sos de fusión y transformac i ón de sociedades o aportaciones -

en especie , entendemos qu e ti enen por fina l idad evitar que 

l as sociedades atribuyan a l o s bienes un valor mayor que el -

real , pero pueden atribuirle un valor menor. 
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13 .- Sería conveniente que el Estado establ eciera una so 

la Oficina encargada de practic a r valúos, para toda c las e de 

dili g encias admin istrat ivas, con e l obj e to de evitar crite­

rios contradictorios entre las diferentes Of icinas públi cas . 

14 .- El Artícu lo 11 de la Ley establec e la obligación de 

todas las so ciedad es co l e ctivas o comanditarias s imples, de -

enviar a la Sup erint endenc ia el Balance General y Estado d e -

Pérdidas y Ganancias, obligación de qu e están excep tuadas si 

se d ed icaren a alguna d e las finalidad es a que s e ref iere el 

Artículo 20 del Cód igo de Comercio, pues preval ece esta últi­

ma disposición, según nue s tro criterio. 

1 5 . - Las sociedades extran j eras deben cumplir los requisi 

tos contemplado s en e l Tí tulo 1 1 1 d e la Ley y Artí cul o 358 del 

Códi g o de Comercio , cuando dese en r ealizar pe rmanentemente a c ­

tos de comercio en el país , pues para r eali zar a ctos esporádi ­

cos no s e necesita autorización . 

16 .- Las soci edades extranjeras , para po d er operar en e l 

p aí s no necesitan estar c onst itu idas de a cuerdo a alguna de -

las formas previstas en nuestra legislación, pues basta qu e -

es tén organizadas d e acuerdo a l as l eyes d e su país de origen . 

1 7 .- La exigencia de la responsabilidad ilimitada, qu e d~ 

be constar en e l poder del Representante permanente de la so­

ciedad en el país , nos parec e si no innecesaria. si exa­
gerada. 

1 8 .- Es necesario qu e la Asamblea Legis lat iva decrete una 

ref orma o interpretac ión auténtica d e l Artículo 18 d e la Ley , 

estableciendo pautas precisas para l a determinación del " pa­

trimonio suficiente " qu e se exig e a l as sociedades extranje­

ras . 

1 9 .- La obligación de protestar sumis ión a l as l eyes , tr i 

bunal es y autoridad es d e la República, impues ta también a las 
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sociedades extranjeras , nos parece asimismo innecesaria . 

20 .- Las sanciones más importantes que puede imponer la -

Superintendencia, son : a) Multa, b) Separación de los adminis 

tradores, y c) Intervención de la Sociedad o Empresa . 

21 .- La regulación de las notificaciones, está diminuta -

en l a Ley . Debió habers e dejado al derecho común o reglamen­

tarse todos lo s casos posibl es . 

22. - Debió también habers e concedido expresamente el re­

curso de reconsideración para todos l os casos en que el inte­

resado es tuviese inconforme con una resolución, y no solamen­

te para los casos d e imposición de una sanción. 

23 .- La Superintendencia , como Oficina pública que es , -

tiene r e l ación en mayo r o menor grado con l as demás oficinas 

tanto gubernamenta l es como privadas , pero tiene una relación 

más d irecta con algun s como e l Ministerio de Economía (de l -

cual depende) , Registro d e Comercio y Fiscalía General de l a 

Repúblic a y Dirección General de Contribuciones Directas . 

24 . - Tiene relación con el Ministerio de Economía, por­

que la Superintendencia es una depend enc ia de éste . 

En e l caso de que la Superintendencia imponga sanciones, 

el interesado que no esté conforme , puede interponer recurso 

de apelación para ante e l Mi nisterio . 

Además, cuando una sociedad extranjera, con el objeto d e 

realizar actos de comercio en el país , ha satisfecho l os re­

quisitos l egal es ante la Superintendencia, ésta remite el ex­

pediente con informe al Ministerio , para dar cumplimiento a l 

Artícul o 22 de l a Ley. 

25 .- La Superintendencia tiene r e l ación con el Registro 

de Comercio, porque además de velar ambas Oficinas por el cum 

plimiento de las leyes mercantiles, existe prohibición expre-

SIBl/OTEO CENTRAL 
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sa en la Ley, de inscribir escrituras de sociedades, cuando 

no se presente la autorización o certificación de que hablan 

los Artículos 23 y 46 de la Ley. 

26.- Con la Fiscalía General de la República existe re­

lación, pues la Superintendencia tiene obligación de poner 

en conocimiento de la Fiscalía, cualquier irregularidad que 

notare en el funcionamiento de las sociedades sometidas a su 

vigilancia, cuando estas irregularidades sean susceptibles -

de dar origen a cualquier acción de las indicadas en el CaPi 

tulo XII del Título 11 del Libro 1 del Código de Comercio, o 

sean los Artículos 343 y siguientes, que se refieren a las -

sociedades nulas e irregulares. 

27.- Existe relación con la Dirección General de C"bntri­

buciones Directas, debido al problema de los valúas, que ya 

hemos mencionado. 

Asimismo en cuanto a los Libros especiales que los comer 

ciantes deben llevar, de acuerdo al Artículo 52 del Reglamen­

to de la Ley de Impuesto sobre la Renta . Libros que de acuer­

do al Artículo 9 de la Ley de la Superintendencia, deben ser 

aprobados por ésta. En caso contrario el Registro de Comercio 

no legaliza tales Libros. 

28.- De este último hecho, nace también una relación de 

nuestra Oficina con el Registro de Comercio, dado que el Ar­

tículo 6 numeral 2 del Reglamento de la Ley de Registro de CQ 

mercio estipula que al Departamento Administrativo le corres­

ponde legalizar una serie de Libros u hojas contables, de a ­

cuerdo a la actividad a que se dediquen los comerciantes.Pues 

bien, estos Libros u hojas de contabilidad, deben ser previa­

mente aprobados por la Superintendencia d e Sociedades y Empr.§. 

sas Mercantiles, de acuerdo al Artículo 9 de su Ley. 
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